


acij.org.ar 1

https://acij.org.ar/


RESUMEN EJECUTIVO
Los gastos tributarios son una herramienta de política fiscal frecuentemente usada
por los gobiernos para, por ejemplo, estimular el crecimiento económico de cierta
actividad o sector productivo de un país. También se los denomina gastos indirectos,
ya que su impacto económico es equivalente a otorgar apoyos mediante partidas de
gasto público directo. Se manifiestan en forma de exenciones, deducciones o
reducciones de impuestos.

En Argentina, estos beneficios suponen una reducción notable en la
recaudación fiscal. De acuerdo con el proyecto de presupuesto 2025, los gastos
tributarios en 2023 representaron una pérdida fiscal equivalente al 4% del PBI,
descendiendo al 3,48% en 2024. Para 2025, se prevé que aumenten en 0,6 puntos
porcentuales, alcanzando el 3,54%, lo que implica recursos comparables al
presupuesto de diversos ministerios y programas sociales importantes.

Si bien muchos de estos incentivos fiscales fueron aprobados con objetivos
valiosos, como fomentar el desarrollo económico y social, en la actualidad la mayoría
de estos gastos no pasa por evaluaciones sistemáticas que permitan verificar su
eficiencia, justificación o su idoneidad como la mejor alternativa de política pública.
Esto ha generado condiciones que tienden a favorecer, en mayor medida, a los
sectores de mayores ingresos, lo que puede generar privilegios fiscales y contribuir a
aumentar la regresividad de la política fiscal.

Este informe examina los desafíos en la creación e implementación de los
gastos tributarios en Argentina y destaca la necesidad de establecer mecanismos de
control rigurosos, tanto previos como posteriores, con el fin de mejorar la eficiencia,
transparencia y equidad del sistema tributario, así como de fortalecer el
financiamiento de políticas públicas prioritarias. Además, se propone una serie de
reformas legislativas concretas a la Ley Nacional de Procedimiento Tributario N°
11.683, enfocadas en mejorar la transparencia y la rendición de cuentas, basadas en
estándares de derechos humanos y buenas prácticas internacionales.
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INTRODUCCIÓN
Los gastos tributarios son recursos que el Estado deja de percibir al otorgar
beneficios impositivos para reducir la carga tributaria de ciertos contribuyentes,1

sectores o actividades económicas que busca desarrollar (CEPAL/Oxfam, 2019). Si
bien los sistemas tributarios buscan recaudar ingresos para mejorar el
funcionamiento del Estado y proveer bienes y servicios públicos de calidad, los
gobiernos frecuentemente aplican estos tratamientos diferenciales para promover
ciertos objetivos de política económica. Los gastos tributarios asumen diferentes
formas como exenciones tributarias, alícuotas reducidas, diferimientos de pago,
deducciones, amortizaciones aceleradas, bonos de cancelación impositiva, cláusulas
de estabilidad fiscal o regímenes de promoción económica. Cada una de estas
modalidades implica una excepción a las normas tributarias generales.

Aunque estos beneficios fiscales no aparecen directamente como gastos en
el presupuesto, en realidad funcionan como una manera indirecta de financiar
políticas públicas. Esto ocurre porque, al ofrecer exenciones o reducciones de
impuestos, el Estado deja de recaudar dinero que, de otro modo, recibiría de ciertos
contribuyentes o actividades. Se podría interpretar que el gobierno estuviera
"gastando" ese dinero al no cobrarlo, ya que esos fondos, que podrían destinarse a
otros fines, se quedan en manos de quienes reciben los beneficios fiscales. De este
modo, el sistema tributario actúa de manera similar al gasto público, pero mediante la
renuncia a ciertos ingresos fiscales. Sin embargo, a diferencia de los gastos directos,
estos beneficios fiscales son mucho menos transparentes: no se dispone de datos
precisos sobre las pérdidas reales que generan ni sobre cómo se distribuyen
exactamente los beneficios. Además, no están sujetos a evaluaciones que midan su
eficiencia o eficacia antes o después de su implementación, y tampoco se analiza su
impacto en la equidad del sistema tributario, tanto en términos de equidad horizontal
como vertical.

En Argentina, este es un problema relevante si se considera la magnitud de las
pérdidas fiscales a causa de los beneficios tributarios que se otorgan por normas de
impuestos y regímenes de promoción económica. Según surge del proyecto de
presupuesto 2025 presentado por Poder Ejecutivo , en 2023 los gastos tributarios2

representaron un 4% del PBI, bajando a 3,48% en 2024 y estimando una suba a 3,54%
en 2025. En años anteriores, los proyectos de presupuesto detallaban una lista de
“otros beneficios” -como veremos más adelante- que no son considerados

2 Disponible en: https://www.economia.gob.ar/onp/presupuestos/2025.

1 A lo largo de este trabajo se usarán indistintamente los conceptos de “incentivos” y “beneficios”
fiscales, aunque técnicamente los primeros buscan promover un cambio en el comportamiento de
ciertas personas o empresas, mientras que los beneficios no necesariamente buscan esos objetivos,
sino que son apoyos financieros a un sector o grupo de contribuyentes como, por ejemplo, las
deducciones de gastos personales en el impuesto a las ganancias (CEPAL, 2019).
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técnicamente gastos tributarios pero que significan erogaciones fiscales con impacto
presupuestario y representaban un porcentaje considerable de pérdidas de ingresos
estatales. Según las estimaciones presupuestarias 2024, el costo de los gastos
tributarios junto con otros beneficios impositivos generaría pérdidas de recaudación
de 4,72% del PBI para ese año. En el presupuesto para 2025 no se agregó el apartado
en cuestión, por lo cual no es posible a priori estimar el costo fiscal para el año
entrante (Ministerio de Economía, 2024).

No obstante el peso representativo en el PBI y de que los Gobiernos tienen la
obligación de justificar las medidas que tengan incidencia en el gasto público (Burman
y Phaup, 2011), se conoce muy poco de estos tratamientos tributarios. Además, dado
que esas políticas no suelen quedar sujetas a los mismos mecanismos de control y
evaluación a los que se someten los gastos directos (el presupuesto no incluye sus
fundamentos ni razones de efectividad que ameriten su sostenimiento y generalmente
se renuevan automáticamente cada año ), ello resta transparencia y posibilidad de3

rendición de cuentas a la política fiscal. Lograr avances en estos ámbitos es crucial
para construir un escenario en el que los países puedan aprovechar el potencial
igualador de la política fiscal. Los Estados financian políticas públicas esenciales a
través de la recaudación de recursos, por ende es fundamental contar con un sistema
fiscal que funcione de manera óptima para asegurar que estos mecanismos sean
efectivos.

Teniendo esto en cuenta, este trabajo se inserta en el debate pretendiendo ser
un aporte respecto del panorama en el que se sitúan los gastos tributarios en
Argentina hoy, realizando propuestas concretas para que los gastos tributarios sean
más transparentes y equitativos. En primer lugar, se hace una breve
contextualización del tema y se analizan los potenciales beneficios y costos asociados
a los gastos tributarios como herramienta de política pública. En segundo lugar, se
ofrece una sistematización de los déficits de los gastos tributarios en nuestro país,
explorando algunas soluciones para cada uno de ellos. En tercer y último lugar, se
avanza con una propuesta para incorporar buenas prácticas en la regulación de los
gastos tributarios en Argentina conforme surge de experiencias de otros países y
recomendaciones de diferentes organismos internacionales. Para concluir, se
realizan algunas reflexiones finales.

3 En este punto es pertinente aclarar que, el 15 de septiembre de 2023, el Ministerio de Economía de la
Nación (Mecon) presentó por segundo año consecutivo un anexo al proyecto de presupuesto 2024
denominado “Separata”, que identifica y estima la representación de los gastos tributarios, regímenes de
promoción y otros beneficios fiscales vigentes y agrega una tabla de motivos escasamente
desarrollados. En el presupuesto para 2025 presentado por el nuevo gobierno, se dan algunos
retrocesos en lo que hace a la motivación, que ya no se acompaña, y al listado de “otros beneficios con
impacto presupuestario”, que tampoco está incluido.
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LOS BENEFICIOS TRIBUTARIOS COMO
INSTRUMENTOS DE POLÍTICA PÚBLICA
Los Estados financian políticas públicas esenciales principalmente a través de sus
sistemas tributarios, que les permiten recaudar recursos necesarios para sostener
el funcionamiento de bienes y servicios públicos, el gasto social y otras actividades
que generan efectos económicos positivos para la sociedad. Mediante la política
fiscal, el Estado sostiene las escuelas y las universidades públicas, el sistema de
justicia, las fuerzas de seguridad, las vacunas, el personal de salud y los hospitales
públicos.

Además, los Estados usan la estructura tributaria para objetivos que van más
allá de la recaudación, como promover ciertos objetivos de política económica, por
ejemplo, estimular el empleo o fomentar el crecimiento de una industria nacional. En
los casos en que el Estado decide dejar de percibir recursos reduciendo la carga
impositiva de algunos contribuyentes para beneficiar a determinadas actividades,
zonas, personas, empresas y consumos , estamos ante renuncias que se conocen4

como “gastos tributarios” . En Latinoamérica, uno de los tipos más utilizados de5

gastos tributarios son los incentivos a la inversión. En este contexto, todos los países
otorgan, en mayor o menor medida, concesiones en su estructura tributaria con el
objetivo de incrementar los niveles de inversión doméstica y atraer capital extranjero
(Agostini y Jorratt, 2013).

Hay varias definiciones conceptuales del gasto tributario. Según la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), un gasto
tributario es una transferencia de recursos públicos realizada mediante reducciones
de las obligaciones impositivas en relación con un marco de referencia, en vez de ser
efectuada a través de un gasto público directo (OCDE, 2004). De acuerdo al Manual de
Buenas Prácticas en la Medición de Gastos Tributarios del Centro Interamericano de
Administración Tributaria (CIAT), el gasto tributario se define como los recursos que
el Estado deja de percibir debido a la existencia de incentivos o beneficios que
reducen la carga tributaria directa o indirecta de determinados contribuyentes en
relación con un sistema tributario de referencia, a fin de alcanzar ciertos objetivos de
la política económica y social (CIAT, 2011). En el caso de Argentina, el Decreto

5 El término “gasto tributario” es atribuido a Stanley Surrey, quien, en su calidad de Secretario Asistente
para Política Fiscal del Departamento del Tesoro de los Estados Unidos en 1967, compiló una lista de
preferencias y concesiones en el impuesto a la renta, dándole la forma de un programa de gasto y
recalcando que también deberían estar sujetas a los procesos de control presupuestario (Jiménez y
Podestá, 2009)

4 De esta forma los define el Decreto 1731/2004, que aprueba la reglamentación de la Ley Nº 25.917 que
crea el Régimen Federal de Responsabilidad Fiscal.
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1731/2004 los define como recursos que el fisco deja de percibir al otorgar un6

tratamiento impositivo específico que se aparta del establecido con carácter general
en la legislación tributaria y que tiene como objetivo beneficiar a determinadas
actividades, zonas, sujetos y consumos (Ministerio de Economía, 2004). En suma, se
puede decir que existe gasto tributario cuando hay un desvío respecto al marco de
referencia, una pérdida de recaudación, un beneficio para ciertos contribuyentes y
una búsqueda de ciertos objetivos de política.

Estos tratamientos diferenciales pueden aplicarse de distintas maneras: a
través de deducciones de la base imponible (como los gastos en salud respecto del
impuesto a las ganancias); exenciones (desde mínimos no imponibles hasta
actividades, ingresos o sectores no gravados); alícuotas reducidas (como las
reducciones o devoluciones del IVA aplicadas a ciertos alimentos); diferimientos
(beneficios que permiten amortizar algunas inversiones o moratorias sin cobros de
intereses ni multas); y créditos fiscales (que reducen el pago de un impuesto tomando
fondos a cuenta de otro). Esta variedad le da a quienes formulan políticas públicas
cierta flexibilidad pero también implica que cada uno de estos instrumentos tiene
impactos diferentes incluso en términos de ingresos no percibidos y cambios en el
comportamiento de los beneficiarios, lo que genera cierta dificultad para medirlos y
compararlos.

En la práctica, a pesar de que no se reflejan explícitamente como gastos en el
presupuesto, estos beneficios fiscales son una forma no convencional de financiar
políticas públicas, equivalentes a las transferencias directas de recursos. Esto es
así en tanto liberan a un particular o un grupo de particulares de pagar un impuesto
al que estaría obligado, mientras que el Estado deja de percibirlos para beneficiar a
ese grupo determinado de contribuyentes. De hecho así lo reconoce el propio Estado
argentino al definirlos como “una transferencia de recursos públicos implementada a
través de una reducción de las obligaciones tributarias en relación a un impuesto de
referencia, en lugar de un gasto directo” . Igual criterio toma la Comisión Económica7

para América Latina y el Caribe (CEPAL), que asimila los gastos tributarios a los
gastos directos e incluso recomienda hacer análisis sobre la factibilidad de ser
reemplazados por gasto público directo (CEPAL, 2019).

La aplicación de estos incentivos conlleva una serie de costos, como la pérdida
de recaudación, los costos de administración y cumplimiento, las oportunidades de
evasión y elusión , y la pérdida de progresividad. Los gobiernos que los adoptan están8

8 Los gastos tributarios abrirían espacio para la evasión y la elusión fiscal en reflejo de la habilidad de
ciertos contribuyentes —quienes pueden aprovechar los servicios de asesoramiento tributario— para
manipular el sistema tributario encontrando maneras de aprovechar el arbitraje fiscal. Al mismo tiempo,

7 Dirección Nacional de Investigación y Análisis Fiscal. Estimación de los Gastos Tributarios para los años
2018 a 2020. Disponible en: https://bit.ly/3dG2u0b.

6 Este decreto aprueba la reglamentación de la Ley Nº 25.917 que crea el Régimen Federal de
Responsabilidad Fiscal.
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dispuestos a asumir estos costos con la esperanza de aumentar la inversión y, a
través de ello, generar efectos positivos en el crecimiento de ciertos sectores o
actividades. (Agostini y Jorratt, 2013). Pero muchas veces no se cuenta con
información suficiente y veraz respecto de los costos ni existen mecanismos
robustos de control de los gastos tributarios vigentes, impidiendo realizar análisis
serios en torno a la efectividad de losmismos.

Los costos fiscales y extrafiscales que generan este tipo de incentivos, son de
una forma u otra “invisibles”, tanto para los responsables de la formulación de
políticas como para la sociedad en su conjunto (Burman y Phaup, 2011). Además, dado
que estas políticas no suelen estar sujetas a los mismos mecanismos de control y
evaluación que los gastos directos—no están incluidas en el presupuesto y
generalmente se renuevan automáticamente cada año—se ve afectada la
transparencia y la rendición de cuentas de la política fiscal. Esto también complica la
identificación de los beneficiarios, en comparación con las políticas de gasto o
subsidios directos. La situación es problemática si se considera que los incentivos
fiscales compiten con otras formas de política pública porque los recursos del
Estado son limitados.

Esto puede dar lugar a importantes distorsiones en la política fiscal, de modo
que los incentivos tributarios que los países otorgan, inicialmente con fines loables,
terminan aplicándose de manera distorsionada. Esto ocurre, en parte, porque la falta
de reglas claras y de controles adecuados desvía estos incentivos de sus objetivos
originales, beneficiando a sectores de altos ingresos y generando privilegios fiscales.
Además, tal como destaca la CEPAL (2019), estos contextos son propicios para la
evasión y la elusión fiscal. Precisa Slemrod (1989) que la mayor complejidad de la
estructura tributaria como consecuencia de la aplicación de los gastos tributarios
dificulta la fiscalización de los contribuyentes por parte de las autoridades
nacionales, lo que genera oportunidades para evitar el pago de impuestos. Cuando la
desigualdad es muy alta, las posibilidades de evadir el pago de impuestos también
difieren mucho entre grupos de ingreso, lo cual reduce las bases tributarias efectivas
y redunda en bajos niveles de recaudación (BID, 2013).9

Además, tener gastos tributarios ineficientes genera pérdida de recursos y
externalidades negativas , algo especialmente grave en países de bajos ingresos y10

10 Son efectos adversos de una actividad económica que perjudican a terceros sin que estos puedan
influir en la decisión original. En el contexto de los gastos tributarios ineficientes, esto puede incluir las
distorsiones económicas y los efectos indirectos, incluidos los efectos transfronterizos en terceros
países.

9 Mediante la devolución al exportador del total del IVA pagado en sus compras de insumos.

la mayor complejidad de la estructura tributaria como consecuencia de la aplicación de los gastos
tributarios dificultaría la fiscalización de los contribuyentes por parte de las autoridades tributarias, lo
que generaría oportunidades para evitar el pago de impuestos (CEPAL,2019).
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altos niveles de desigualdad como los de Latinoamérica que tributan poco y mal
(CEPAL, 2024). En la región, la carga impositiva es baja en comparación con la de otras
regiones: mientras que en los países de Europa Oriental la recaudación en impuestos
representa un 24,1% del PBI, los países de América Latina recaudan en impuestos un
17,5% del PBI . Además, tal como afirma el Banco Interamericano de Desarrollo (BID),11

tomados individualmente, la mayoría de los países latinoamericanos recaudan menos
de lo que cabría esperar para su nivel de ingreso (BID, 2013).

En este sentido, Argentina se caracteriza por una baja presión tributaria, una
estructura inclinada hacia impuestos regresivos y altas tasas de evasión y elusión
fiscal. Esto limita la capacidad de implementar políticas fiscales redistributivas. En
estos casos, es fundamental repensar el diseño de políticas públicas orientadas a
mejorar la equidad social (Jimenez et al., 2010). Para ello, las autoridades deben
utilizar las herramientas de política fiscal, como los gastos tributarios, de manera
eficiente y transparente. Los beneficios fiscales no son intrínsecamente negativos;
se vuelven problemáticos cuando se otorgan sin transparencia ni evaluaciones
sobre su eficacia. De lo contrario, se pierde el rol igualador de la política fiscal, y
estos beneficios pueden convertirse en privilegios fiscales para ciertos grupos de la
sociedad .12

Aunque la eliminación de los gastos tributarios no garantiza un aumento
automático de la recaudación, se puede afirmar que eliminar aquellos que no cumplen
sus objetivos podría ser una opción para incrementar los ingresos y movilizar
recursos internos (CEPAL, 2024). En estos casos, los argumentos a favor de
racionalizar el uso de los gastos tributarios se fortalecen, ya que esto permitiría
aumentar el espacio fiscal y alinearse mejor con los objetivos de política pública y
las estrategias de desarrollo nacional.

Los escenarios de ineficiencia y desaprovechamiento del potencial de las
políticas fiscales han generado un creciente interés en los países por avanzar hacia

12 Esta tendencia es notable en sectores de altos ingresos, como las industrias extractivas. En el sector
de los hidrocarburos, Argentina ha experimentado en los últimos años la menor carga fiscal de su
historia, a pesar del aumento en los precios internacionales. La reciente aprobación del Régimen de
Incentivo a las Grandes Inversiones (RIGI) podría profundizar aún más esta reducción, permitiendo que
muchas empresas no paguen impuestos a las ganancias. Si bien se puede entender el objetivo de
fomentar inversiones, esta situación genera interrogantes sobre el uso eficiente del espacio fiscal en
una industria que, debido a su alta concentración y a la discrepancia entre sus costos y precios de
mercado, tiende a generar rentas extraordinarias (ACIJ, 2024).

11 La OCDE (2007) afirma que existen tres razones económicas por las que no se ha producido la “carrera
al cero” en los tipos del Impuesto sobre la Renta Empresarial: i) las empresas suelen decidir dónde
producir en un país, a pesar de una tasa nominal del impuesto en sus ganancias, por otros motivos como
el tamaño del mercado local, la disponibilidad de insumos y la calidad de la mano de obra; ii) la necesidad
de recursos fiscales y iii) el esfuerzo de los gobiernos por aplicar reglas más estrictas de tributación
internacional capaces de evitar la elusión de las rentas mediante estratagemas que involucren
operaciones con el exterior.
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una medición oficial y periódica de las renuncias tributarias, así como por mejorar la
cantidad, calidad y frecuencia de la información publicada (CEPAL, 2023). Sin
embargo, en Argentina aún queda un largo camino por recorrer en cuanto a la
disponibilidad de información para medir los costos fiscales y extrafiscales, así
como para evaluar su impacto y efectividad en relación con los objetivos para los
cuales fueron creados. En los próximos apartados, se analizará la magnitud y
composición de los gastos tributarios en Argentina y se presentarán algunas
propuestas para mejorar su funcionamiento.

DIAGNÓSTICO SOBRE LOS DÉFICITS DE
LOS GASTOS TRIBUTARIOS EN ARGENTINA
Antes de analizar los costos y problemas de los gastos tributarios en nuestro país, es
importante señalar que, aunque generan pérdidas fiscales, no son intrínsecamente
perjudiciales. Muchos países los utilizan para estimular el crecimiento, generar
empleo, desarrollar regiones, regular la producción y el consumo de ciertos bienes, y
atraer inversiones hacia sectores estratégicos según las preferencias del gobierno.
(CEPAL/Oxfam, 2019).

Como se mencionó, el problema es que estos incentivos a menudo se
distorsionan y no cumplen sus objetivos para los que fueron creados. Además, limitan
la capacidad de los gobiernos para destinar recursos a políticas más relevantes y
socavan la legitimidad del sistema fiscal. En Argentina, la historia de la política fiscal
se ha caracterizado por su formulación en contextos de emergencia, debates con
escasa o nula participación ciudadana y un marco de opacidad y discrecionalidad.

En gran medida, esta situación ha dado lugar a un sistema impositivo con altos
niveles de regresividad, con gastos tributarios creados hace mucho tiempo que
siguen vigentes sin ser evaluados , y con beneficios que se convirtieron en privilegios13

fiscales concentrados en manos de unos pocos actores .14

14El Régimen de Economía del Conocimiento (2020), establecido por la Resolución General Nº 5325/2023
de AFIP, amplió las actividades del régimen de promoción anterior, vigente desde 2004. Según un estudio
del Observatorio del Trabajo Informático (OTI) , este nuevo régimen favorece principalmente a grandes

13 El Régimen de Tierra del Fuego, que cumplió 50 años en 2022, puede ser visto como un ejemplo. El
objetivo que le dio origen por medio de la Ley 19.640 en 1972 era geopolítico dado que se buscaba
impulsar el crecimiento de la población y de la actividad económica sobre la base de la expansión del
empleo industrial. La ley fue un elemento clave en este proceso, operando en un territorio "casi vacío" y,
hasta entonces, menos dinámico que otras regiones del país, logrando reducir significativamente las
disparidades. En la actualidad, existen estudios que afirman que el objetivo geopolítico establecido por la
Ley 19.640 ha sido alcanzado. Sin embargo, el régimen sigue vigente y es uno de los que tiene mayor
relevancia en términos de representación de las pérdidas fiscales anuales (Fundar, 2023).
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Esto en parte se debe a que, mientras que el gasto público directo cuenta con
normas de rango constitucional y legal que establecen los procedimientos para su
creación, ejecución y control , los gastos tributarios carecen de una pauta legal15

que establezca procedimientos para su sanción, implementación y, menos aún,
control posterior. Por eso es fundamental insistir en los requisitos de evaluación que
deben regir para aprobar los gastos tributarios, que en ningún caso deben ser
automáticos: la evaluación previa, el diseño eficaz y eficiente y la rendición de cuentas
es fundamental. Todos estándares que Argentina está lejos de cumplir y que nos
llevan a la situación actual de desaprovechamiento del rol igualador que la política
fiscal tiene por excelencia (ETFE, 2023).

Habiendo explorado las consideraciones preliminares de los gastos tributarios
y el rol que puede tener en el diseño de políticas públicas, las siguientes secciones
avanzan sobre el panorama actual de estos beneficios en nuestro país, en tres
sentidos: en primer lugar, presenta una evaluación de los costos de los gastos
tributarios y destaca la importancia de contar con buena información para hacer
análisis de eficiencia y control de estos gastos, en segundo lugar, evalúa los déficits
en los procesos de creación y tratamiento de los gastos tributarios ex ante—es decir,
los que ocurren antes de la formalización de las normas que respaldan estos
tratamientos diferenciales—y, en tercer lugar, evalúa los déficits ex post que son
aquellos que emergen durante la vigencia de estos gastos. La metodología de
evaluación ex ante - ex post fue utilizada por CEPAL en un trabajo reciente .16

Costos asociados a los gastos tributarios
En los últimos 10 años, Argentina dejó de recaudar un promedio de $23.370.109
millones de pesos por año en concepto de gastos tributarios. Entre 2015 y 2022, este
monto representó aproximadamente el 12,5% de los gastos totales de la
administración pública, equivalente al 16% de los ingresos totales. Con el cambio de
metodología de cálculo de las estimaciones que se propone en el presupuesto 2025,
puede verse que entre 2023 y 2025 ese monto asciende aproximadamente a 22% del

16 Trabajo titulado “Evaluación de gastos tributarios: Marcos conceptuales y experiencias
internacionales”, disponible aquí.

15 Artículos 4, 39, 75 incisos 8 y 9, 99 inciso 10, 100 incisos 7 y 10 , 114 inc. 3 de la Constitución Nacional.
Ley 24.156 de administración financiera y su decreto reglamentario 1344/2007.

empresas, concentrando beneficios: “el inicial Régimen de Promoción ha mutado en un verdadero
Régimen de Concentración: Mercado Libre, Globant, Accenture y Red Link fueron las principales
beneficiarias del régimen previo (LPS): hasta 2019 recibieron el 45,9% de todos los beneficios y sólo
Mercado Libre se llevó aproximadamente el 20% de esos recursos”.El mismo trabajo afirma que, por
datos obtenidos de un pedido de acceso a la información realizado por la Asociación Gremial de
Computación,.entre la entrada en vigencia de la Ley de Economía del Conocimiento en 2021 y octubre de
2022, los beneficios de las empresas inscriptas en el régimen subieron a $42.088.815.307, a lo que se
suman los $25.600 millones en concepto de bono de crédito fiscal (OTI, 2022).
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gasto total. Esto representa el alrededor del 24% de la recaudación proyectada de
impuestos nacionales y contribuciones a la seguridad social.

Gráfico 1: Gastos tributarios como porcentaje del PBI 2001-2025

Los costos asociados a los gastos tributarios, tanto a nivel regional como
nacional, subrayan la urgencia de revisar las renuncias recaudatorias. Aunque hay
una heterogeneidad entre los países latinoamericanos debido a las diferentes
metodologías empleadas para estimar el tamaño de los gastos tributarios, algunos
estudios han avanzado en estas comparaciones y han proporcionado datos sobre los
recursos a los que los gobiernos renuncian por la aplicación de beneficios tributarios.
Durante el período 1990-2020, por ejemplo, el promedio de ingresos no percibidos
como resultado de los gastos tributarios en los 19 países de la región de América
Latina y el Caribe incluidos en la Base Global de Datos sobre Gastos Tributarios17

(GTED) se situó, en promedio, en un 4,3% del PIB y un 27,5% de los ingresos18

tributarios, casi un tercio de los ingresos tributarios recaudados.

Campos Vázquez afirma que los ingresos no percibidos por gastos tributarios
en América Latina en el 2020 fue del 3,8% del PBI, que representa en promedio un
20,6% de la recaudación tributaria (Campos Vázquez, 2022). Expresarlas en términos
de la recaudación tributaria permite tener una perspectiva de la escala de la renuncia
dentro del mismo sistema tributario del país. Para el caso puntual de 2021, la OCDE

18 Disponible en: https://gted.net.

17 Los países de América Latina y el Caribe que figuran en Base Global de Datos sobre Gastos Tributarios
son la Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), el Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, el Ecuador, El
Salvador, Guatemala, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, el Paraguay, el Perú, Puerto Rico,
la República Dominicana y el Uruguay.
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estimó para la región un porcentaje igual al estimado para 2020 aclarando que si bien
esto representaba una modesta disminución con respecto a 2015, la mayor parte del
cambio en el promedio regional se debía a grandes contracciones como resultado de
cambios metodológicos en la estimación de los gastos tributarios (OCDE, 2023). En19

cualquier caso hay que destacar que existe una gran heterogeneidad entre los países
de la región derivada en gran parte de los diferentes grados de avances en la
estimación de las renuncias recaudatorias en la región, que en cierto punto dificultan
la comparación entre los países y dentro de ellos.

En consonancia con esa tendencia, entre 2001 y 2025, Argentina experimentó
una pérdida anual promedio de ingresos equivalente al 3,04% del PBI en concepto de
gastos tributarios, de los cuales el 2,45% se debió a normas impositivas y el 0,59% a
regímenes de promoción económica . Durante estos años, se observó una20

disminución desde 2001, cuando los gastos tributarios alcanzaron su máximo
histórico del 3,53%, hasta 2010, seguida por un nuevo incremento que llevó a un pico
del 3,30% en 2016, y luego una baja sostenida hasta alcanzar un mínimo histórico del
2,67% en 2022.

Gráfico 2: Gastos tributarios como porcentaje del PBI 2001-2025

20 Desde 2001 a 2022, el promedio de pérdidas anuales es de 2,96% (2,35% en normas impositivas, 0,60%
en RPE). De 2023 a 2025 el promedio conforme surge de los datos del presupuesto para 2025 que aplica
una nueva metodología es de 3,67% (3,19% en normas impositivas y 0,48% en RPE).

19 El informe pone como ejemplo el caso de Chile, que en la edición 2020 del informe de gasto tributario
(que cubre los años 2019-2021) incorporó un sistema tributario de referencia revisado, mayor
cobertura de tratamientos preferenciales y mejoras metodológicas para estimar mejor algunos gastos
tributarios, especialmente en relación con el impuesto a la renta, las cuales estuvieron en línea con las
recomendaciones brindadas por el FMI y la OCDE al Ministerio de Hacienda de Chile.
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Fuente: ACIJ con datos de la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía.

Cabe aclarar que esto cambia si se miran las proyecciones y comparaciones
previstas en el proyecto de presupuesto para 2025, el primero presentado por el
actual Poder Ejecutivo. En este proyecto se introduce una modificación metodológica
para calcular las estimaciones de gastos tributarios . Para el año 2023, se indica una21

pérdida efectiva del 4% del PIB. Para 2024, se estima que esta pérdida se reducirá al
3,48%, mientras que para 2025 se proyecta que las pérdidas fiscales por gastos
tributarios en normas de impuestos y regímenes de promoción económica alcanzarán
el 3,54% del PIB, superando así lo previsto para el año en curso.

Otra aclaración respecto a los estudios previos a la presentación del
presupuesto para 2025 es que en este proyecto no se incluyó el apartado de otros
beneficios tributarios con impacto presupuestario que se detallaron en las últimas
dos presentaciones (“Separata”). Como se indica en el anexo presentado en 2023 para
el presupuesto de este año, la tabla de “otros beneficios” incluye tratamientos
diferenciales que, aunque no se contabilizan como gastos tributarios, representan
cifras significativas de pérdidas fiscales en relación con el PIB, como es el caso de la
exención de inmuebles rurales o la dispensa del IVA sobre los honorarios de los
directores de sociedades . Para las estimaciones de 2024, se preveía que el efecto22

combinado de ambos grupos generaría pérdidas permanentes de recaudación de
aproximadamente 4,72% del PIB (2,34% por gastos tributarios y el resto por otros
beneficios), lo que representa alrededor del 15% de la capacidad de recaudación
impositiva del Estado. Sin embargo, para 2025 no es posible conocer las
estimaciones del costo fiscal de ambos grupos en conjunto, ya que el proyecto de
presupuesto no incluye el cuadro de “otros beneficios” ni los menciona en ninguna
otra parte del documento.

Además, el presupuesto para 2025 no incluye ningún recurso que contenga
comentarios y observaciones sobre el fundamento de cada uno de los beneficios
impositivos, a diferencia de lo que se hacía en versiones anteriores. Esto sugiere un

22 Entre estos beneficios impositivos se incluyen reducciones en la alícuota de impuesto a las ganancias
que tributan las ADR, la exención de ganancias de las plataformas digitales sin establecimiento en el país,
el reintegro de IVA a exportadores, la exención de inmuebles rurales en IVA y en bienes personales, los
reintegros de comercio exterior, entre otras. En conjunto, para la estimación del presupuesto para 2024
representarían $8.383.969 millones de pesos, que equivaldría al 2,38% del PBI para 2024.

21 Se revisó el marco de referencia para capturar de manera más abarcativa todos los tratamientos
diferenciales, incluyendo exenciones, tasas reducidas y deducciones. Esto ha llevado a la inclusión de
nuevos gastos tributarios en IVA, Ganancias y Seguridad Social. Por ejemplo, en el caso de Ganancias,
ahora se consideran como gastos tributarios todas las deducciones generales permitidas (alquiler,
prepagas, educación, etc.), siendo la deducción de gastos educativos (incluidos los privados) la más
significativa, estimada en un 0,13% del PBI.
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retroceso en términos de transparencia e información disponible en relación con los
informes de gastos tributarios.

En Argentina, este tipo de informes que proveen datos sobre los gastos
tributarios vigentes se publican desde el año 1999, en consonancia con el resto de los
países de la región que comenzaron esta práctica algunos años después que las
economías más avanzadas (FMI, 2019). Si bien la tradición de presentar estos23

informes se mantiene (Redonda, Von Haldenwang y Aliu, 2023), la mala calidad de24

estos trabajos sigue siendo una característica común a los países de la región. En
general, se ofrece escasa información estadística para estimar el costo fiscal de los
gastos, y las estimaciones se basan en el costo fiscal teórico de los proyectos
beneficiados. Esto se debe a la falta de información real o efectiva de las empresas
promovidas, así como a la insuficiente supervisión y evaluación de los efectos de los
regímenes de promoción. (tales como el cumplimiento efectivo de las inversiones, su25

distribución sectorial y regional, entre otras), ni se verifica si se cumplen
efectivamente las metas fijadas al aprobar los proyectos (González Cano y Simonit,
1999).

No obstante la generalidad, Argentina acumuló en los últimos años algunos
avances en términos de la disposición de la información que la distingue del resto de
los países vecinos (CEPAL, 2023). Al respecto, el anexo conocido comúnmente como26

“Separata” que presentó el Ministerio de Economía en 2022 y 2023 junto con los

26 El informe de CEPAL indica que América Latina y el Caribe es una región que ha acumulado cierta
tradición y experiencia en lo referido a la presentación de informes sobre los gastos tributarios: 19
países de la región presentan estimaciones de los ingresos no percibidos, de los cuales, cuatro
(Argentina, Chile, México y Perú) incluyen información sobre los objetivos de política. Con un 50% y por
más de un 25%, respectivamente, México y la Argentina ocupan los dos primeros lugares en lo referido a
la proporción de estimaciones de ingresos no percibidos vinculados con objetivos de política específicos.

25 Al respecto, el mensaje al proyecto de presupuesto 2025 advierte que “[...] si se desea utilizar el
informe de gasto tributario como herramienta para evaluar cambios en la estructura tributaria (como
eliminar o incluir exenciones), deberán efectuarse los ajustes necesarios para medir la reacción de los
agentes involucrados con el fin de cuantificar el impacto efectivo de los cambios sobre la recaudación.
Implica, por lo tanto, contar para estos casos con información adicional, tal como elasticidades de oferta
y demanda, el comportamiento con relación a la evasión, entre otros aspectos”.

24 La presentación de informes sobre gastos tributarios se aprobó por primera vez en la década de 1960,
casi simultáneamente en Alemania y en los Estados Unidos y desde entonces se ha difundido en todo el
mundo. En América Latina, los primeros informes sobre gastos tributarios aparecieron en Brasil en
1989, mientras que Paraguay recién empezó a publicar esos informes en 2015. Aunque prácticamente
todos los gobiernos ahora publican tales informes, no todos lo hacen como parte habitual de la
presentación anual del presupuesto a la legislatura (IBP, 2019).

23 La práctica de presentación de informes periódicos respecto de las excepciones tributarias sometidos
a evaluaciones de igual rigurosidad en países desarrollados se viene implementando desde hace
treinta años, siendo Estados Unidos un país pionero que desde principios de los años 70 determina su
gasto tributario, lo evalúa y reporta al parlamento. Para mayores detalles ver Congressional
Research Service (Tokman, Rodríguez & Marshall, 2006)
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proyectos de presupuesto recopilaban los gastos tributarios, comportaba otros
beneficios con impacto presupuestario y les otorgaba una clasificación que permitía
tener cierta idea del panorama de estos gastos a lo largo del tiempo.

Este tipo de datos permite sacar conclusiones como, por ejemplo, que
Argentina muestra un valor intermedio de gasto tributario en términos de PBI en la
comparación internacional y en particular, respecto de países de la región
latinoamericana . También permite entender la composición de los gastos tributarios27

y cómo eso interactúa con la estructura de un sistema fiscal regresivo que hacen
urgente la necesidad de repensar el diseño de los mecanismos que se emplean para
mejorar la equidad social y aprovechar el rol que podrían tener para ese objetivo las
herramientas de política fiscal como los gastos tributarios.

Gráfico 3: Gastos tributarios proyectados para 2025 en
porcentaje del PBI

Fuente: ACIJ con datos de la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía.

Esto también habilita comparaciones con otros gastos directos: por ejemplo, el
régimen de promoción económica en Tierra del Fuego generó para 2023 una pérdida
anual equivalente al presupuesto destinado al Ministerio de Salud (94%) o el triple del
presupuesto que se destinó en ese año a CONICET. Por su parte, la exención del
impuesto a las ganancias para los ingresos de jueces, juezas y funcionarios del Poder

27 Según datos del último informe de estimaciones de gastos tributarios de la CEPAL, 2023. Véase aquí.
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Judicial es equivalente al gasto total del Poder Legislativo . Asimismo, permite28

entender la representación de los regímenes fiscales en porcentajes del PBI.

La crítica más contundente a la incorporación del anexo (“Separata”) es que se
queda a mitad de camino. Esto se debe a que aún no se dispone de información real
sobre las pérdidas efectivas generadas por los gastos tributarios; en cambio, el
contenido sigue siendo un conjunto de estimaciones que miden de manera
aproximada la pérdida de ingresos, basándose en el costo fiscal teórico de los
proyectos beneficiados . Los gastos fiscales que no revelan sus costos reales y no29

alcanzan sus metas establecidas son fiscalmente perjudiciales, ya que limitan la
capacidad de los gobiernos para invertir en políticas más prioritarias y afectan la
credibilidad del sistema fiscal en su conjunto. Son necesarias evaluaciones más
sistemáticas y precisas para evaluar la eficacia y la eficiencia de los incentivos
fiscales (FMI y otros, 2015). Además, las estimaciones presentadas en la Separata
son incompletas, con algunos beneficios marcados como "sin dato" sin explicación
alguna. En cuanto a los costos reportados, dado que muchos de los beneficios
adicionales corresponden a conceptos recurrentes de periodos anteriores, es posible
que exista una subestimación sistemática de los gastos fiscales que podría incluso
duplicar el porcentaje reportado. La incorporación de nuevos conceptos destaca,
entre otras cuestiones, la falta de capacidades y métodos analíticos para calcular con
precisión el gasto fiscal.

Independientemente de eso, es cierto que las incorporaciones de estos
documentos implicaron avances técnicos e instalaron en la discusión pública la
necesidad de revisar los gastos tributarios. De hecho, el mensaje de presupuesto
para 2024 tenía la intención de servir para que las y los legisladores revisen y
ponderen el impacto de estos beneficios y en consecuencia evalúen si correspondería
su derogación o limitación a efectos de liberar recursos fiscales que contribuyan a la
obtención de un resultado fiscal superavitario (del 1% del PBI) y sostenible
intertemporalmente (Ministerio de Economía, 2023). Por eso es importante seguir
insistiendo en que estos informes sean más completos año a año y que los avances
incorporados no sean revertidos. El Poder Ejecutivo debe retomar y mejorar estas
prácticas, facilitando la información necesaria para llevar a cabo discusiones sobre
la racionalización del uso de estos gastos. Esto permitiría movilizar más recursos
internos, aumentar el espacio fiscal y asegurar una mayor coherencia con los
objetivos de política pública y las estrategias de desarrollo nacional.

29 Al respecto, un informe del BID (2009) sostiene que en muchos países, la estimación de los gastos
tributarios se ve dificultada por la escasez de datos apropiados en las fuentes de información
correspondientes. En efecto, los formularios de declaración de impuestos no siempre recogen toda la
información que sería deseable para estos fines. Es común, por ejemplo, que a los contribuyentes
totalmente exentos se los libere de la obligación de declarar, lo cual induce a buscar fuentes alternativas
o realizar supuestos fuertes para obtener estimaciones, o bien simplemente omitirlas.

28 Datos elaborados por ACIJ en base a Presupuesto Abierto.
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Esto es especialmente relevante en el caso de Argentina, que sigue la
tendencia de muchos países latinoamericanos, donde la recaudación impositiva es
baja en relación con los niveles de ingreso per cápita y con respecto a los países de la
OCDE (BID, 2019). Por lo tanto, las pérdidas anuales derivadas de gastos tributarios,
que en su mayoría no están sujetas a revisiones ni justificaciones sólidas, deberían
ser motivo de atención y conducir a revisiones exhaustivas. Los países que
enfrentan una baja recaudación y altos niveles de evasión y elusión fiscal deben
buscar activamente formas de movilizar recursos internos adicionales (CEPAL, 2018).
Sin embargo, avanzar en la racionalización de los gastos tributarios depende en gran
medida de la disponibilidad de datos claros en informes fiscales que detallen la
composición de estos gastos. Por ello, es fundamental no pasar por alto los
retrocesos en este aspecto y seguir promoviendo mejoras en las estimaciones de
estos incentivos .30

La ausencia de un debate amplio y transparente
previo a la implementación de gastos tributarios
La evaluación racional de los gastos tributarios no sólo debe abarcar las cuestiones
de eficiencia en términos económicos (es decir, qué porcentaje del PBI representan
las pérdidas fiscales cada año), sino también las fallas estructurales de las que
adolecen la gran mayoría de incentivos fiscales en Argentina. Estas deficiencias en
los procesos de creación y tratamiento de los gastos tributarios pueden darse en el
proceso previo a la formalización de las normas que respaldan estos tratamientos
diferenciales (ex ante) o una vez que los gastos tributarios ya están vigentes y
funcionando (ex post) .31

Como se mencionó anteriormente, la Separata sugirió a las y los legisladores
revisar ciertos gastos tributarios debido a su impacto negativo en las cuentas
públicas, lo que destaca un problema fundamental: en el Congreso, la revisión de los
gastos tributarios no es un tema que se aborde con regularidad. Además, en los
casos en que estos temas se discuten (generalmente de la mano de las discusiones
presupuestarias de cada año), quienes participan en esas discusiones y luego toman
decisiones sobre políticas públicas carecen de formación adecuada sobre estos
gastos, su magnitud y la necesidad de reformarlos. Esto limita la capacidad de las
autoridades y representantes para elegir entre las mejores opciones que permitan

31 Esta metodología fue propuesta por la CEPAL en su trabajo titulado “Evaluación de gastos tributarios:
Marcos conceptuales y experiencias internacionales”. Disponible online aquí.

30 En este sentido es importante destacar que Argentina firmó la Declaración de la OCDE sobre Inversión
Internacional y Empresas Multinacionales en la que se compromete a aumentar la transparencia en los
incentivos a la inversión.
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lograr los objetivos de política, ya que no todos los tratamientos impositivos
especiales son igualmente eficaces para fomentar la inversión (CEPAL/Oxfam, 2019).
Por ejemplo, en muchos países de bajos ingresos, se utilizan exenciones temporales y
exoneraciones del impuesto sobre la renta para atraer inversiones, cuando en
realidad, hay otros mecanismos como créditos fiscales o amortizaciones aceleradas
que podrían generar más inversión por gasto realizado (FMI y otros, 2015).

Las evaluaciones ex ante deben basarse en una amplia gama de métodos, entre
ellos la generación de modelos y previsiones de los ingresos no percibidos, así como
en el uso de cuestionarios básicos. Estos métodos deberían permitir a los
responsables de la formulación de políticas evaluar la justificación económica del
gasto tributario en cuestión, la coherencia general de las políticas de gasto
tributario, y su integración con las estrategias de desarrollo y fiscales a mediano
plazo (OCDE, 2024). Según la CEPAL (2019), para esto es esencial definir claramente
los objetivos, los indicadores de impacto y el costo asociado a cada tratamiento
diferencial. En particular, se sugiere que los formuladores de políticas comparen las
ventajas y desventajas de un gasto tributario con un gasto directo “frente a frente”, ya
que este último puede ser una manera más eficiente de asignar recursos en función
del objetivo. De cualquier manera, esta evaluación requiere contar primero con
información de calidad y datos empíricos que permitan analizar ciertos parámetros
para determinar la racionalidad, necesidad y proporcionalidad de los gastos
tributarios en revisión, tal como se indicó en el apartado anterior.

En este sentido, la organización colombiana Dejusticia , que ha integrado los32

gastos tributarios en su agenda durante años, creó un “test” basado en criterios
desarrollados por la jurisprudencia constitucional colombiana, sobre la base del cual
todo gasto tributario debería poder sobrevivir a tres criterios: primero, ser unmedio
eficaz para lograr fines legítimos (examen de racionalidad); segundo, ser
estrictamente necesario para la consecución de esos fines -es decir, que no existan
alternativas más convenientes de menor costo para el fisco- (examen de necesidad);
tercero, generar beneficios mayores a los costos que supone con base en
evaluaciones independientes (examen de proporcionalidad en sentido estricto).

La eficiencia en la asignación de recursos es uno de los argumentos más
citados para justificar los gastos tributarios. La teoría económica sugiere que la
intervención del Estado, a través de gastos tributarios o políticas públicas, puede
corregir fallas del mercado como externalidades o asimetrías de información,
mejorando así la asignación de recursos. Sin embargo, la existencia de múltiples
distorsiones en el mercado puede resultar en asignaciones ineficientes que no
generan beneficios netos significativos para la sociedad (CEPAL/Oxfam, 2019). En la
mayoría de los casos, los informes sobre gastos tributarios que presentan los
Gobiernos y la información a la que puede accederse no abarcan todos los gastos

32 Ver Dejusticia, “El gasto tributario en Colombia” (en prensa).
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tributarios de manera sistemática, lo que hace que la información disponible sea
parcial y poco concluyente (ACIJ, 2020).

El propio Ministerio de Economía ha admitido que “(e)n un significativo número
de casos existe una marcada carencia de la información necesaria para efectuar
cálculos de aceptable nivel de confiabilidad” . Esta falta de transparencia y33

visibilidad, impide una discusión informada sobre los gastos tributarios y contraviene
el principio de publicidad de los actos de gobierno. Además, pone de manifiesto que,
sin información de calidad, afirmar que las pérdidas de recaudación generadas por
estos gastos se compensan con beneficios como la creación de empleos, la
transferencia de tecnología o la inclusión de pequeñas empresas en las cadenas
productivas —que son algunos de los objetivos esperados de estas políticas— puede
ser cuestionable.

Además, los efectos de los gastos tributarios sobre la equidad, tanto horizontal
como vertical, deben incluirse en las evaluaciones ex ante. Aunque algunos gastos
tributarios se diseñan con el objetivo de mejorar la progresividad del sistema, como
las exenciones al IVA en productos de la canasta básica, en la práctica suelen generar
desigualdades. Se ha observado que estos gastos tienden a afectar negativamente la
equidad horizontal, ya que al beneficiar a ciertos sectores o actividades, pueden
resultar en diferentes cargas tributarias para contribuyentes similares. Por ejemplo,
“las empresas amparadas en un régimen de zonas francas están sujetas a una
tributación menor que las empresas del régimen general. Del mismo modo, el
tratamiento tributario diferenciado entre contribuyentes similares puede dar lugar a
resultados perversos, creando situaciones en que la carga tributaria de una filial de
una empresa multinacional sea más baja que la de una empresa nacional, a raíz de lo
cual la industria nacional pierde competitividad” (CEPAL, 2019).

Además de su impacto directo sobre la desigualdad, los gastos tributarios
también pueden afectar indirectamente la desigualdad, limitando los recursos de que
disponen los gobiernos para el gasto destinado a beneficiar a ciudadanos y hogares
de menores ingresos (Ross, 2018). Sin embargo, es evidente que ninguno de los
hallazgos anteriores puede generalizarse, ya que los gastos tributarios pueden
diseñarse tanto para reducir como para aumentar la desigualdad, y el cálculo de su
impacto en la distribución de los ingresos no es una tarea fácil. Por lo tanto, su
impacto real debe examinarse caso por caso .34

34 Un estudio del impacto de los gastos tributarios sobre la igualdad en cuatro sectores de los países de
la Unión Europea llega a la misma conclusión, destacando cómo la naturaleza progresiva o regresiva de
los diferentes tipos de gasto tributario depende del país considerado y de cómo se hace el análisis (IBP,
2019; Barrios, 2016).

33 Dirección Nacional de Investigaciones y Análisis Fiscal. Estimación de los gastos tributarios para los
años 2017 a 2019. Disponible en: http://bit.ly/2ZyF5Ir
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También pueden ser regresivos en términos de equidad vertical, sobre todo
cuando afectan impuestos progresivos, como el impuesto a las ganancias o a los
bienes personales. Dado que este tipo de hecho imponible se concentra en los deciles
más altos de la población, los gastos tributarios pueden ocasionar una reducción en
la progresividad del impuesto y pueden profundizar la desigualdad, limitando los
recursos de que disponen los gobiernos para el gasto destinado a morigerar el
impacto de la pobreza y promover la equidad (IBP, 2019).

En su informe Evaluación de gastos tributarios: marcos conceptuales y
experiencias internacionales, la CEPAL sostiene que idealmente, las evaluaciones
previas de los gastos tributarios deberían basarse en una teoría del cambio que
establezca la relación causal entre el gasto tributario y sus resultados, y deberían
brindar un panorama amplio de las interrelaciones entre el gasto tributario en
cuestión y otras medidas de política pública. Podrían basarse en una serie de
criterios que podrían incluir aspectos como pertinencia y justificación (¿Qué cuestión
en materia de política se busca abordar a través del gasto tributario?), costo fiscal (¿A
cuánto se estima que ascenderán los ingresos no percibidos como consecuencia del
gasto tributario?), eficiencia frente a otros instrumentos de política pública, efectos y
datos empíricos (¿Cuáles son los cambios que se prevén u observan como resultado
del gasto tributario?), efectos indirectos y externalidades (¿Se producirán efectos
indirectos en materia económica como creación de empleo?¿Cuáles son los efectos
previstos en términos de sostenibilidad ambiental, económica y social?), mecanismos
de seguimiento y evaluación, coherencia con las políticas generales y su
compatibilidad con el presupuesto, entre otras cosas (CEPAL, 2024).

Además, en la justificación jurídica de los gastos tributarios se debería incluir
información sobre las posibles responsabilidades de las diferentes entidades
gubernamentales y otros actores en lo referido al establecimiento y la gestión del
gasto tributario. Es importante que las responsabilidades en materia de diseño,
estimación, seguimiento y elaboración de informes sobre los gastos tributarios
estén bien definidas y armonizadas con el ministerio sobre el que recae la
responsabilidad general por las políticas fiscales, a fin de evitar las
fragmentaciones. Si en cada etapa del ciclo de política de los gastos tributarios la
entidad pública encargada es distinta, la probabilidad de que se produzcan
perturbaciones en el proceso de formulación de políticas aumenta, y con ello, la
necesidad de coordinar las tareas (CEPAL, 2024).

Asimismo, una mejora notable para la regulación y control de los incentivos
fiscales se daría si estos contaran con una cláusula de expiración o una fecha de
vencimiento para revisarlos y, en su caso, renovarlos y discutir su aprobación como
parte de las deliberaciones presupuestales anuales (Fundar México, 2021). En
Argentina sucede que en ocasiones, cuando se establecen plazos de caducidad, estos
resultan ser excesivamente prolongados (como el caso Tierra del Fuego, que se
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prorrogó hasta 2038 ), lo que dificulta la evaluación oportuna de su idoneidad y de su35

impacto. A diferencia de los programas de gasto público, que suelen ser revisados
anualmente y requieren la aprobación del Congreso, estos gastos tributarios pasan
desapercibidos, sin una evaluación sistemática de su impacto y sus costos fiscales y
extrafiscales.

Además de informados y criteriosos, estos debates deberían ser amplios y
participativos, procurando la participación pública directa, adecuada, efectiva,
informada e inclusiva de todos los sectores de la sociedad. Esta necesidad fue
reconocida en los Principios de Alto Nivel de Transparencia Fiscal, Participación y
Rendición de Cuentas, promulgados por la Iniciativa Global para la Transparencia
Fiscal (GIFT) y respaldados por la Asamblea General de las Naciones Unidas en la
Resolución 67/218 de 2012. El Principio 10 establece que la ciudadanía tiene derecho
a participar en el debate y la discusión pública sobre el diseño e implementación de
políticas fiscales.

Por otro lado, la información relacionada con los debates debería ser abierta
y de fácil acceso, lo que es fundamental para lograr un adecuado escrutinio público.
Actualmente, los costos asociados a los gastos tributarios, así como sus ventajas y
desventajas, son en gran medida invisibles tanto para los responsables de la
formulación de políticas como para la sociedad en general (Burman y Phaup, 2011). A
diferencia de los gastos directos, que están sujetos a mecanismos de control y
evaluación, los gastos tributarios a menudo carecen de supervisión. Por ejemplo, el
presupuesto destinado a políticas educativas, sanitarias o de protección social
cuenta con metas físicas e indicadores de resultados, es revisado anualmente por los
organismos responsables y analizado por el Congreso durante la aprobación de la ley
de presupuesto, además de ser susceptible de auditoría. En cambio, los gastos
tributarios pueden pasar años sin que se monitoreen sus impactos o costos, como
ocurre con frecuencia.

En términos de accountability, sería beneficioso que la publicación y discusión
de informes detallados sobre gastos tributarios se realizara durante el proceso
presupuestario anual, junto con evaluaciones costo-beneficio y la incorporación de
incentivos en el proceso legislativo. Esto podría contribuir a promover sociedades
más justas, pacíficas e inclusivas. Los gobiernos tienen la obligación de justificar las
medidas que impactan el gasto público cuando elaboran su presupuesto (Granger,
Phillips y Warwick, 2021). Estos requisitos forman parte del sistema de gestión de
finanzas públicas e incluyen una evaluación ex ante de los costos fiscales asociados

35 Así lo dispone el artículo 1 del Decreto 727/2021 que complementa la Ley 19.640: “Establécese, hasta
el 31 de diciembre del año 2038, el plazo de vigencia de los derechos y obligaciones acordados en el
marco de la Ley Nº 19.640 y de los Decretos Nros. 479/95, 490/03 y 1234/07 y sus normas
complementarias, concedidos a favor de las empresas industriales regularmente constituidas con
arreglo a las leyes de la REPÚBLICA ARGENTINA, radicadas en la Provincia de TIERRA DEL FUEGO,
ANTÁRTIDA E ISLAS DEL ATLÁNTICO SUR [...]”.
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con estas medidas. La ley podría imponer a los gobiernos la obligación de realizar
evaluaciones ex ante de los gastos tributarios antes de presentarlos al parlamento.
Un paso más allá sería integrar completamente los gastos tributarios como parte
del gasto público, para maximizar la eficiencia y eficacia en la asignación de
recursos a los diferentes fines del gobierno (Swift, 2006). Para ello, es necesario un
esfuerzo considerable en la cuantificación de los gastos tributarios y sus
beneficiarios, a fin de lograr mayor transparencia en los diferentes instrumentos de
la política pública.

Entre las disposiciones de la Ley N° 27.275, de acceso a la información pública
nacional, se enumeran los datos que el Estado debe dar a conocer de manera
proactiva en las páginas web de los organismos públicos. El artículo 32 inc. f) regula,
entre las obligaciones de transparencia activa, la obligación de publicar en “forma
completa, actualizada, por medios digitales y en formatos abiertos (…). Las
transferencias de fondos provenientes o dirigidos a personas humanas o jurídicas,
públicas o privadas y sus beneficiarios”. Las obligaciones de promover una cultura
de transparencia en el sector público y de aumentar la transparencia en el manejo
de los fondos públicos también se encuentran reguladas en tratados y principios
regionales e internacionales que buscan prevenir y erradicar la corrupción .36

Producto de la insuficiente transparencia en la concesión de medidas
promocionales es complejo determinar el impacto recaudatorio exacto y evaluar los

36 La Resolución de la Asamblea General de las Naciones 67/218 promueve específicamente la
transparencia, participación y rendición de cuentas en las políticas fiscales reconociendo su relevancia
para el desarrollo social y económico. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el marco de
su “Informe sobre pobreza y derechos humanos en las Américas” consideró que “…los derechos de
participación, rendición de cuentas, transparencia y acceso a la información (...) son principios
fundamentales plenamente aplicables a las políticas fiscales”. En sus últimas observaciones finales para
Argentina, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (aprobadas en su 58ª sesión,
celebrada el 12/10/2018), instó al Estado a que tome las medidas para fortalecer la capacidad
redistributiva del sistema fiscal incluyendo (...) la evaluación transparente de las distintas exenciones
tributarias, que permita conocer sus beneficiarios y sus impactos, y posibilite un escrutinio público para
determinar cuáles no son justificadas y deberían ser eliminadas. El Principio N° 4 de Lima establece la
obligación de promover una cultura de transparencia en la sociedad y en el sector público, de actuar con
la debida diligencia en la promoción del acceso a la información, entre otros. También cabe destacar la
obligación asumida por el Estado de aumentar la transparencia en el manejo de los fondos públicos
(artículo 10 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, aprobada por Ley 26.097, y
artículo III, incisos 6 y 11 de la Convención Interamericana contra la Corrupción, aprobada por Ley
24.759). Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido, en el caso “Claude
Reyes y otros c. Chile”, que “…el actuar del Estado debe encontrarse regido por los principios de
publicidad y transparencia en la gestión pública, lo que hace posible que las personas que se encuentran
bajo su jurisdicción ejerzan el control democrático de las gestiones estatales, de forma tal que puedan
cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado cumplimiento de las funciones públicas.
El acceso a la información bajo el control del Estado, que sea de interés público, puede permitir la
participación en la gestión pública, a través del control social que se puede ejercer con dicho acceso”
(cons. 86).
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efectos derivados de estos regímenes. Esta falta de evaluación y de claridad
convierten al sistema en uno altamente propenso a la evasión y la corrupción
(Cetrangolo, 2007). En la misma línea, el informe "Democracias capturadas: el
gobierno de unos pocos" de Oxfam analiza cómo las élites políticas y económicas
influyen en la toma de decisiones gubernamentales para maximizar sus privilegios
fiscales en América Latina. Este estudio destaca prácticas como la puerta giratoria, el
lobby, el financiamiento partidario, los sobornos y el uso de campañas mediáticas con
información manipulada (Oxfam, 2018).

En suma, las evaluaciones ex ante pueden basarse en una amplia gama de
métodos, entre ellos la generación de modelos y previsiones de los ingresos no
percibidos, así como en el uso de cuestionarios básicos (CEPAL, 2024). Estosmétodos
deberían permitir a los responsables de la formulación de políticas evaluar la
justificación económica del gasto tributario en cuestión, la coherencia general de
las políticas de gasto tributario, y su integración con las estrategias de desarrollo y
fiscales amediano plazo.

Problemas en la gestión de los gastos tributarios:
falta de revisión e incumplimiento de estándares de
derechos humanos
Como se ha dicho antes, en Argentina los gastos tributarios tienen bajos niveles de
discusión, revisión y evaluación de sus impactos. Dado que los ingresos que los países
dejan de percibir representan cifras considerables, es importante evaluar su eficacia
para tomar decisiones políticas informadas, ya que los gobiernos utilizan estos
tratamientos fiscales preferenciales en lugar del gasto público para promover
políticas y objetivos específicos, que van desde el crecimiento económico y la creación
de empleo hasta la protección ambiental y el bienestar social. En concreto, los
mecanismos de revisión ex post deberían ayudar a determinar si los gastos
tributarios sub examine han cumplido con los objetivos previstos y si han sido (y
siguen siendo) la herramientamás eficiente para lograrlos .37

37 En Argentina, por ejemplo, el Régimen de Tierra del Fuego, vigente desde 1972, plantea preguntas
relevantes sobre la revisión ex post. El objetivo geopolítico que le dió origen ha sido alcanzado e incluso
superado las metas iniciales. Logró fomentar el crecimiento económico y el empleo en una región
previamente menos dinámica. Sin embargo, el subrégimen industrial incurre en un costo fiscal anual
significativo de 1070 millones de dólares, equivalente al 0,22% del PBI nacional. Este esquema premia la
facturación en lugar del valor agregado local y no ha promovido las exportaciones ni alcanzado la
autonomía económica deseada para Tierra del Fuego. Esto subraya la necesidad de evaluar si el régimen
ha cumplido sus objetivos originales y si podría ser reformulado para mejorar su eficiencia y efectividad
en la promoción del desarrollo regional.
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Existen diferentes lineamientos para guiar las evaluaciones del impacto de los
gastos tributarios. La International Budget Partnership (IBP, 2019) ha recopilado
varios en el marco de la iniciativa LATERAL como la guía con criterios y preguntas38

detallados que deberían orientar las evaluaciones de los gastos tributarios de la
Oficina de Rendición de Cuentas del Gobierno de los Estados Unidos (GAO, 2013) o el
documento con lineamientos sobre cómo realizar evaluaciones anteriores y
posteriores de los gastos tributarios del Departamento de Finanzas de Irlanda (DOF,
2014). También recopilan la guía de ONU-CIAT sobre el diseño y la evaluación de
incentivos fiscales donde se prevé un marco para analizar costos y beneficios
(UN/CIAT, 2018), y un informe similar preparado por el FMI y otros organismos para
el G20 con herramientas para la evaluación de incentivos fiscales en países de bajos
ingresos (FMI, 2015).

La OCDE, por su parte, también hizo estudios que prevén herramientas para
evaluar el impacto (OCDE, 2010; 2023). Diversos estudios de este organismo sostienen
que en la medida en que los gastos tributarios son un sustituto de los programas de
gastos directos deben sujetarse a las mismas normas de control presupuestario que
estos últimos. En particular, los lineamientos sobre gastos tributarios sugieren que
“deberían ser revisados en la misma forma que los gastos directos en el proceso
presupuestario anual, y sometidos a procedimientos especiales de evaluación,
incluyendo la revisión de programas”. Esta integración presupuestaria supone que
los gastos tributarios deberían presentarse “frente a frente” con los gastos directos,
que permita, por ejemplo, el reemplazo de un gasto tributario por un programa de
gasto directo, o a la inversa (Villela, Lemgruber y Joratt, 2008).

Una alternativa al enfoque de gasto directo equivalente son los enfoques de
pérdida de ingresos y ganancia de ingresos para medir los gastos tributarios. El
enfoque de pérdida de ingresos estima la reducción en la recaudación fiscal debido a
un tratamiento preferencial, basado en un análisis de equilibrio parcial que asume
que no habrá cambios en el comportamiento de los contribuyentes. Por otro lado, el

38 LATERAL es una iniciativa innovadora de investigación colaborativa, de creación de capacidades y de
incidencia lanzada por el International Budget Partnership (IBP) y sus socios de las organizaciones de la
sociedad civil en América Latina (OSC) en 2016 que buscan promover la transparencia, la equidad y la
rendición de cuentas de las políticas de gasto tributario a nivel nacional y regional. Por medio de este
proyecto se ha llevado a cabo un análisis que compara las políticas y prácticas de gasto tributario en la
región y examina el impacto de estas políticas y prácticas en la desigualdad. El Proyecto LATERAL ha
contribuido en la construcción de una comunidad regional energizada cuyos miembros de las OSC
aprenden y se ayudan mutuamente a mejorar su investigación, incidencia y comunicación en torno a las
cuestiones tributarias. Los 10 socios del Proyecto LATERAL son: ACIJ - Asociación Civil por la Igualdad y
la Justicia (Argentina), CAD – Ciudadanos al Día (Perú), Dejusticia (Colombia), ICEFI – Instituto
Centroamericano de Estudios Fiscales (Guatemala), INESC – Instituto de Estudos Socioeconômicos
(Brazil), ISD – Iniciativa Social para la Democracia (El Salvador), Fundación Solidaridad (República
Dominicana), Fundar – Centro de Análisis e Investigación (México), Grupo Faro (Ecuador), Sonora
Ciudadana (México).
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enfoque de ganancia de ingresos calcula el incremento en la recaudación que se
lograría al eliminar dicho tratamiento preferencial, considerando los posibles
cambios en el comportamiento de los beneficiarios (OCDE, 2023). La elección del
método más apropiado depende del objetivo perseguido. Si se busca una estimación
precisa del aumento en la recaudación eliminando un gasto tributario específico, el
método de ganancia de ingresos es el más adecuado. En cambio, si el objetivo es
comparar el presupuesto de gastos directos con el de gastos tributarios, el primer
enfoque es la mejor opción.

Independientemente del método elegido, debe haber evaluaciones claras e
integrales de costos y beneficios asociados a el gasto o el conjunto de gastos sujeto
a revisión. En este sentido, hay distintas teorías sobre la evaluación de los costos y
los beneficios evaluados puede variar. Kronfol y Steenbergen (2020) presentan un
marco que se centra en los beneficios directos de los incentivos a las inversiones. Por
otro lado, un documento informativo sobre el uso de incentivos tributarios a la
inversión elaborado por el FMI, el Banco Mundial, la OCDE y ONU presenta un marco
que refleja los efectos tanto directos como indirectos de los gastos tributarios (FMI y
otros, 2015). CEPAL (2019) recomienda considerar sólo los beneficios que realmente
sean atribuibles al incentivo, como el aumento de la recaudación debido a una mayor
producción, e incluir entre los costos la pérdida de recaudación por inversiones o
acciones que se habrían realizado incluso sin los incentivos, los mayores costos de
cumplimiento y de administración tributaria, el posible abuso del incentivo que genera
un aumento de la evasión, las distorsiones económicas, los efectos distributivos y las
variables macroeconómicas, entre otros. Las evaluaciones costo-beneficio son
fundamentales para revisar y racionalizar el uso de los tratamientos tributarios
preferenciales, focalizarse en aquellos más eficientes para cumplir las agendas y
reducir o eliminar gradualmente los demás.

Sin importar qué métodos se apliquen para el cálculo y qué definiciones se
elijan sobre costos y beneficios, las evaluaciones ex post deben procurar ayudar a
determinar si el gasto tributario o el conjunto de gastos tributarios en cuestión ha
logrado los objetivos formulados, si se trató del mecanismo más eficiente para
alcanzarlos, si tuvo efectos indirectos o externalidades (tanto positivos como
negativos), y si son sostenibles y coherentes con el resto de las políticas nacionales.
Idealmente, dichas evaluaciones se basarían en un marco regulatorio que exija que
todos los gastos tributarios se examinen de manera periódica, tanto antes como
después de incurrir en ellos.

Adicionalmente, entre los contenidos mínimos de las evaluaciones debería
encontrarse el análisis sobre la equidad de los gastos tributarios con un análisis de
su impacto en la garantía de derechos, contemplando la redistribución del ingreso,
los puestos de trabajo que se crearon, el número de personas de grupos en situación
de vulnerabilidad que se beneficiaron, el impacto en materia de igualdad
socioeconómica, ambiental y de género, y su justicia por el área geográfica o sector
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económico al que beneficia. La estrecha relación entre las políticas fiscales y la
garantía de los derechos humanos es innegable toda vez que implican una reducción
de los recursos que podrían destinarse a garantizar derechos económicos, sociales,
culturales y ambientales (DESCA).

En efecto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos demostró
preocupación por la insuficiencia de los ingresos estatales debido a la baja carga
impositiva, al perfil regresivo de algunos impuestos, y a las numerosas deducciones
de impuestos, exenciones y vacíos legales, así como la evasión y la elusión tributaria
(CIDH, 2017). En el caso argentino, el Comité DESC de la ONU criticó el mantenimiento
de exenciones tributarias injustificadas, porque reducen la capacidad redistributiva
del sistema fiscal y limitan la obtención de los recursos necesarios para garantizar
los DESCA. Por este motivo, instó al Estado a tomar medidas para fortalecer la
capacidad redistributiva del sistema fiscal incluyendo la posibilidad de revisar la
reducción de cargas impositivas a sectores de altos ingresos, así como una
evaluación transparente de las distintas exenciones tributarias, que permita
conocer a quienes benefician, cuáles son sus impactos, y posibilite un escrutinio
público para determinar cuáles no son justificadas y deberían ser eliminadas
(CDESC, 2018).

La racionalización de los gastos tributarios debe contribuir a evitar el
agravamiento de las desigualdades estructurales existentes. Impuestos como el de
ganancias y el de bienes personales pueden promover una mayor progresividad, así
como una mayor igualdad socioeconómica, ambiental y de género.. Además, la
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible requiere inversiones sustanciales,
especialmente dadas las disparidades económicas y sociales de la región. Uno de los
desafíos clave es la movilización de recursos internos, y para eso el papel de la
política tributaria es fundamental. Para la región, esto depende en gran medida del
establecimiento de un marco institucional capaz de gestionar el diseño, la
implementación y la gobernanza de los gastos tributarios, así como garantizar la
transparencia y la rendición de cuentas (OCDE, 2023).

En la misma línea, en el año 2021, se publicaron los Principios de Derechos
Humanos en la Política Fiscal (Principios). Estos principios se basan en la premisa de
que los derechos humanos son completamente aplicables a las políticas fiscales y
deben ser implementados en todo el ciclo de políticas, desde la elaboración de
presupuestos y códigos tributarios hasta la asignación de gastos y la supervisión y
evaluación de sus consecuencias. En concordancia con todo lo anterior, es esencial
abordar los gastos tributarios desde una perspectiva de derechos humanos a fin de
garantizar que contribuyan efectivamente a la igualdad de oportunidades y no
profundicen inequidades.

Finalmente, los mecanismos de evaluación ex ante en coordinación con los ex
post deberían fijar mecanismos claros de acceso y publicación de información y
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revisar su correcta aplicación, respectivamente. En Argentina, el acceso a la
información sobre los beneficios impositivos se vuelve difícil enmuchos casos por la
aplicación extensiva del secreto fiscal que realiza la Administración Federal de
Ingresos Públicos (AFIP). Existen órdenes judiciales y resoluciones de la Agencia de
Acceso a la Información Pública (AAIP) , que es la autoridad encargada de aplicar la39

ley nacional de acceso a la información pública, instando a la AFIP a proporcionar
información sobre los beneficiarios de los gastos tributarios. Sin embargo, la mayoría
de estas instancias han tenido desenlaces desafortunados, ya que la AFIP se ha
negado a entregar la información, amparándose en una interpretación distorsionada
del secreto fiscal. La AAIP, junto con la Justicia al ratificar sus resoluciones,
fundamenta esta exigencia en el hecho de que las exenciones constituyen una
transferencia de recursos estatales de evidente interés público, lo que debería
prevalecer sobre la expectativa del particular .40

En este sentido, el Principio de Derechos Humanos en la Política Fiscal número
siete (7) resalta que la política fiscal debe ser transparente, participativa y sujeta a
rendición de cuentas, y que las personas tienen derecho a la información fiscal. En
función de este principio, los Estados deberían armonizar la regulación del secreto
fiscal con el derecho humano de acceder a información pública y dar la interpretación
más restringida posible al secreto fiscal. El secreto fiscal no debería ser utilizado
como una barrera para acceder a la información declarada ante las autoridades
tributarias con el fin de elaborar estadísticas, ni para publicar informes de dichas

40 En la Resolución 119/2019, la AAIP entendió a las exenciones y deducciones impositivas como
“beneficios que imparte el Estado para promover determinada política pública y que consisten en una
transferencia de recursos. En consecuencia, quienes reciben ese trato tributario diferencial –ya sean
personas humanas o jurídicas, públicas o privadas– deben ser calificados como beneficiarios en los
términos del artículo 32, inc. f), de la Ley Nº 27.275”#. En la misma resolución, recordó que existe un
mandato general de dar especial protección a la libre circulación de información de interés público, y que
la expectativa de privacidad de los datos personales cede ante la existencia de obligaciones de
transparencia activa previstas en el artículo 32, inciso f), de la Ley Nº 27.275, imponiendo a la AFIP dar a
conocer abiertamente la gestión de sus recursos públicos.

39 El 17/03/2024 la Agencia de Acceso a la Información Pública dictó la RESOL-2024-67-APN-AAIP,
mediante la cual hizo lugar al reclamo de ACIJ por el cual se solicitaba al Ministerio de Economía de la
Nación que entregue información sobre los beneficiarios del Régimen de Promoción de Economía del
Conocimiento y en consecuencia intimó a la AFIP a que “en el plazo de diez (10) días hábiles ponga a
disposición del interesado la información solicitada en los términos del art. 17 inc. b de la Ley 27275”.
Para ello, entre otras razones, reiteró que quien en razón de su giro comercial obtiene beneficios
impositivos, por excepción al principio general de igualdad que rige las cargas públicas, tiene una menor
expectativa de resguardar la privacidad de los datos patrimoniales que justifican ese trato diferente
(Resoluciones AAIP N° 6, N° 72 y N° 95 de 2019). La Agencia AIP recordó que dicho criterio fue
refrendado en sede judicial por la Sala III de la Cámara Contencioso Administrativo Federal, la que
sostuvo que los datos relativos al otorgamiento de beneficios promocionales no pueden quedar excluidos
del derecho al acceso al derecho a la información y que, en función de ello, no corresponde considerarlos
comprendidos por el secreto fiscal (Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ) c/ EN-AFIP s/
Amparo, CAF 40.994/2019).
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autoridades demanera regular, puntual y accesible. Asimismo, no debería impedir la
divulgación de microdatos anónimos desglosados por nivel socioeconómico, deciles
de ingreso, residencia, sexo o sector de empleo de los contribuyentes, entre otros
factores.

En consonancia, la Corte Interamericana de Derechos Humanos dejó
establecido el estándar de que toda información en poder de las agencias estatales es
pública, salvo en casos donde exista restricción expresa y que esté debidamente
justificada la necesidad de la reserva: “[...] la restricción debe ser proporcional al
interés que lo justifica, y debe ser conducente para alcanzar el logro de ese legítimo
objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo ejercicio del derecho”
. De igual forma interpretó la Corte Suprema argentina en el fallo “CIPPEC” en el41 42

cual justificó el derecho de la organización y el de toda la ciudadanía para solicitar la
información que permita conocer el destino de los subsidios y, en definitiva, el de los
recursos tributarios con los que estos se financiaron. Se ponderaron los derechos en
juego: el derecho a la intimidad de los beneficiarios de los planes sociales que PAMI
sostenía que estaba obligado a resguardar y el derecho de acceso a la información
que CIPPEC pretendía ejercer, y fue a través del denominado test de interés público o
de ponderación que se dijo que debía prevalecer el principio de máxima divulgación
de la información pública. Esto implica sostener que el interés general de saber el
destino de los fondos públicos prevalece sobre los intereses particulares de sus
beneficiarios de mantenerlo en secreto.

Tanto los resultados de los estudios de costo-beneficio como los listados de
personas y empresas beneficiarias de los gastos tributarios deben estar disponibles
al público para aumentar la transparencia, prevenir la corrupción y orientar el
debate político sobre el presupuesto y la política fiscal en general, así como sobre el
uso específico de los gastos tributarios. Por ello, los controles ex post deben
procurar examinar que las normas no se apliquen de manera distorsionada en
detrimento del derecho de acceso a la información, un principio también reconocido
en los principios fundamentales de transparencia. En caso de comprobar que las
aplicaciones distorsivas de las leyes en contra del derecho de acceso a la información
son sistemáticas, las autoridades encargadas del ciclo de revisión deben tomar
medidas para asegurar que las normas de acceso a la información en relación con las
exenciones impositivas sean claras desde la primera etapa de elaboración. Esto se
debe a que, si los requisitos para las evaluaciones ex post no se consideran al diseñar

42 Véase Fallo “CIPPEC c/ EN - M° Desarrollo Social - dto.1172/03 s/ amparo ley 16.986" de la Corte
Suprema de Justicia de la Nación (Fallos 337:256), disponible en:
https://www.cij.gov.ar/nota-13116-La-Corte-orden--al-Estado-Nacional-que-haga-p-blica-informaci-n-r
elacionada-con-los-planes-sociales-queadministra.html

41 Véase Fallo “Caso Claude Reyes y otros c. Chile” de la Corte IDH, disponible en:
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/furlan/aferep.pdf.
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el marco de evaluaciones ex ante, la etapa de evaluación ex post puede volverse más
compleja.

SUGERENCIAS DE REFORMA LEGISLATIVA
PARAOPTIMIZAR LAS PRÁCTICAS
TRIBUTARIAS
Según lo analizado, los procesos de evaluación previos a la creación de incentivos
tributarios, así como aquellos de revisión una vez establecidos en Argentina, son
deficientes o, en muchos casos, inexistentes. Cualquier esfuerzo para llevar a cabo
un análisis de potencialesmejoras y oportunidades de reformas requiere solucionar
previamente problemas relativos a la calidad y cantidad de información disponible
sobre la provisión, administración y gobernanza de los gastos tributarios.

Para lograrlo, es necesario establecer ciertos estándares, mecanismos y
responsabilidades en una norma que establezca buenas prácticas y mejore el control
de los recursos estatales. Esta sección presenta algunas propuestas en este sentido,
basadas en recomendaciones de organismos internacionales y organizaciones
regionales mencionadas a lo largo de este análisis, así como en marcos normativos de
otros países que han servido como referencia por sus procedimientos aplicados .43

Ejemplos de buenas prácticas en otros países
En Perú se llevó a cabo una reforma tributaria en 2022 mediante el Decreto44

Legislativo N° 1521, que tuvo como uno de sus componentes la delimitación de los
requisitos para la incorporación y tratamiento de los gastos tributarios, modificando
la Norma VII del título preliminar del código tributario. En particular, se apuntó a
mejorar la precisión de los objetivos, la vigencia y los alcances de los gastos
tributarios, los sujetos beneficiarios, y los indicadores para evaluar su impacto, entre
otros aspectos. Entre las novedades, se exigió que la creación de gastos tributarios
esté sustentada en una exposición de motivos que demuestre que la medida era la
más eficaz y eficiente respecto a otras opciones de política de gasto público
considerando los objetivos propuestos. Al mismo tiempo, agregó la prohibición de que
las exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios no podían ser concedidos sobre

44 Esta reforma se dió en un contexto de muy baja recaudación estatal y la evasión tributaria. La presión
tributaria en Perú es 14%, cuando el promedio regional es 23%, y solamente en el 2022, se dejó de
recaudar más de 33.000 millones de soles por personas y grandes empresas que no quisieron pagar
impuestos o que se valieron de "mecanismos" para no pagar lo que les corresponde (Oxfam, 2023).

43 La evaluación propia se complementa con el trabajo “Evaluación de gastos tributarios: Marcos
conceptuales y experiencias internacionales” publicado por CEPAL en 2023.
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impuestos selectivos al consumo ni sobre bienes o servicios que dañen la salud y/o el
medio ambiente. Por último, se dispuso que la Administración Tributaria debía
publicar los datos de los beneficiarios exoneraciones, incentivos o beneficios
tributarios digitalmente .45

Este Decreto recogió varias de las sugerencias promovidas a través de la
campaña “12 Recomendaciones para un Buen Sistema de Beneficios Tributarios”,
impulsada por la organización de la sociedad civil de Perú “Ciudadanos al Día” , que46

demuestra que la articulación entre las organizaciones de la sociedad civil y las
autoridades con la potestad de ejercer reformas legislativas, puede arrojar
resultados valiosos.

En México, si bien no existe una norma general que garantice que los gastos
tributarios sean creados con criterios claros y basados en evidencia, algunos tipos
deben reunir una serie de requisitos al momento de ser incluidos en la Iniciativa de
Ley de Ingresos de la Federación (LIF), es decir, en la propuesta enviada por el
Presidente de la República en torno a los ingresos que estima percibir el siguiente
ejercicio fiscal. El artículo 26 de la LIF para el ejercicio fiscal 2020 estableció en47

materia de estímulos fiscales y facilidades administrativas que: “Los estímulos
fiscales y las facilidades administrativas (…) se otorgarán con base en criterios de
eficiencia económica, no discriminación, temporalidad definida y progresividad. Para
el otorgamiento de los estímulos fiscales deberá tomarse en cuenta si los objetivos
pretendidos pudiesen alcanzarse de mejor manera con la política de gasto. Los costos
para las finanzas públicas de las facilidades administrativas y los estímulos fiscales
se especificarán en el Presupuesto de Gastos Fiscales” (Fundar México, 2021).

Establecer en las regulaciones fiscales que los estímulos fiscales sean
otorgados con base en criterios de eficiencia económica, no discriminación,
temporalidad definida y progresividad podrían garantizar un uso responsable y
adecuado de los gastos tributarios, es una buena forma de acercarse a tener gastos
tributarios más fundamentados y transparentes.

En Colombia, la Corte Constitucional tuvo un rol fundamental en definir
criterios que deben ser observados al momento de conceder beneficios fiscales. En la

47 A pesar de estas limitantes, que podrían garantizar un uso responsable y adecuado de los estímulos
fiscales y facilidades administrativas, la Iniciativa de Ley de Ingresos de la Federación de 2021 no incluyó
ningún tipo de análisis al respecto (Fundar México, 2021).

46 Ciudadanos al Día forma parte de un proyecto regional para la Investigación, Promoción y Aprendizaje
del Gasto Tributario en América Latina - Proyecto LATERAL en sus siglas en inglés (Latin America Tax
Expenditure Research, Advocacy, and Learning). El Proyecto LATERAL está conformado por 9
organizaciones de Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, República Dominicana,
México y Perú, de las que ACIJ forma parte.

45 Véase: https://www.sunat.gob.pe/estadisticasestudios/transparencia-Tributos-Ad.html.
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sentencia C-743/15 , determinó que las condonaciones de impuestos transgreden el48

principio de generalidad tributaria, pues implican un trato diferenciado entre las
personas contribuyentes morosas y las cumplidas. Por lo tanto, consideró que
cualquier condonación debía presumirse como inconstitucional y que el estado debía
justificar su legitimidad a través de un “test de proporcionalidad constitucional” que
consta de tres etapas: primero, un examen de racionalidad donde se evalúe si la
condonación constituye un medio eficaz que logra promover los fines legítimos del
Estado; segundo, un examen de necesidad donde se compruebe que la condonación
sea estrictamente necesaria para la consecución de esos fines o si, por el contrario,
existen alternativas factibles más convenientes; tercero, un examen de ponderación
donde se evalúe si los beneficios son mayores a los costos que supone la vía del
perdón, en término de desigualdad, transparencia, eficiencia económica
administrativa.

En los últimos años, existieron propuestas valiosas para sistematizar procesos
de discusión, aprobación, evaluación de los gastos tributarios, pero que no se
incluyeron finalmente en los debates de la reforma tributaria (Dejusticia, 2021).
Dentro de las propuestas se contempló la publicación de un informe anual antes del
15 de agosto de cada año fiscal con una muestra aleatoria representativa y anónima
de las declaraciones del impuesto sobre la renta y complementarios, así como del
impuesto sobre las ventas (IVA) de personas naturales y jurídicas del año gravable
inmediatamente anterior. Al mismo tiempo, se propuso realizar al menos una
evaluación al año de los beneficios tributarios, priorizando los más significativos y
considerando si cumplen con los principios que rigen el sistema tributario nacional.
Por último, se formuló un artículo que contemplaba requisitos estrictos de creación
de beneficios tributarios que disponían que, antes de crear un nuevo beneficio
tributario, se debía realizar una revisión de requisitos y condiciones para considerar
su idoneidad (Dejusticia, 2020).

En España, en 2017 el gobierno nacional encargó a la Autoridad Independiente
de Responsabilidad Fiscal (AIReF) un análisis exhaustivo llamado “Spending Reviews”
con el objetivo de evaluar una 13 beneficios fiscales con un coste recaudatorio de
35.000 millones de euros (60% del total), para determinar si cumplían los objetivos
para los que habían sido creados y detectar si su existencia llevaba asociada algún
tipo de externalidad o distorsión que hiciera conveniente que resulte conveniente su
reformulación. En su evaluación, el trabajo de la AIReF se erige como un modelo de
transparencia y rendición de cuentas en la administración de los beneficios fiscales,
abriendo una vía para la mejora de la eficacia y la equidad en el sistema tributario del
país. Se hace un estudio detallado por partida y aspecto de cada uno de los gastos
tributarios para luego concluir si es necesario mantenerlo o es un incentivo que ya no
cumple los objetivos para los que fue creado. Los estudios realizados anualmente por

48 Disponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/C-743-15.htm
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la AIReF son un ejemplo de buena práctica que podría usarse para aplicar estándares
de informes tributarios en Argentina (AIReF, 2021).

El caso de Canadá es un buen ejemplo de cómo un enfoque escalonado en torno
a la evaluación puede redundar en beneficios y contribuir al desarrollo gradual de un
marco de evaluación sólido. El Informe sobre los Gastos Tributarios Federales de
2019 incluyó el primer análisis basado en el género de los gastos federales
relacionados con el impuesto sobre la renta de las personas físicas . Desde 2019, ese49

análisis se incluye sistemáticamente en los informes sobre los gastos tributarios de
Canadá y en 2020, el análisis hizo especial hincapié en los componentes familiares
para ver si existía algún grupo específico de beneficiarios que solicitara la exención
en mayor medida que otros grupos, así como la manera en que los beneficios se
distribuían entre las familias . En 2021 se agregaron variables de análisis para50

evaluar si el sistema favorecía a los contribuyentes en función de su edad, sus
ingresos, la composición familiar o la ubicación regional (CEPAL, 2023).51

El caso del Reino de los Países Bajos también es líder en la esfera de las
evaluaciones y reformas introducidas en materia de gastos tributarios. Es un país
que registra un nivel particularmente elevado de ingresos no percibidos , y además52

según determinó el Tribunal de Auditoría (organización independiente que se encarga
de auditar los ingresos y los gastos del gobierno central), la frecuencia de uso de los

52 En 2021, los gastos tributarios en el Reino de los Países Bajos representaban un 14,97% del PIB, una
proporción considerablemente más alta en comparación con la Unión Europea y con los promedios de la
OCDE, que se sitúan en 4,73% y un 4,88%, respectivamente (Redonda, Von Haldenwang y Aliu, 2023).

51 El análisis mostró que, en general, el sistema tributario tiende a favorecer a los grupos en el extremo
inferior de la escala de distribución de ingresos. En estos tres análisis se aplicó un enfoque en el que se
toma en cuenta la reducción del impuesto federal neto pagadero para identificar a los beneficiarios y los
beneficios asociados con diversos gastos tributarios. El cálculo del impuesto federal neto pagadero se
realiza antes de la asignación de los créditos reembolsables (Gobierno de Canadá, 2021).

50 Los resultados indicaron que hay más probabilidades de que quienes presentan solicitudes
individuales de créditos fiscales sobre el impuesto a las rentas personales por motivos familiares sean
mujeres, en tanto que es más probable que cuando la solicitud se presenta a nombre de una pareja, sea
un hombre quien la tramita. Sin embargo, las normas referidas a la presentación de solicitudes y los
incentivos económicos —por ejemplo, la concesión de mayores beneficios cuando quien presenta las
solicitud es el cónyuge con mayores ingresos— tienden a relegar las consideraciones de género a un
lugar secundario (Gobierno de Canadá, 2020).

49 Los resultados dan indicios de que la naturaleza progresiva del sistema federal del impuesto sobre la
renta de las personas físicas en general redujo las desigualdades de ingreso entre los géneros, ya que la
proporción de ingresos tras la deducción de impuestos que quedaba en manos de las mujeres era más
alta que la proporción de ingresos antes de la deducción de impuestos. El efecto redistributivo general
del sistema federal del impuesto sobre la renta de las personas físicas obedecía principalmente a los
créditos fiscales reembolsables y a la estructura progresiva de los tipos impositivos. Las exenciones y
los créditos no reembolsables también tuvieron efectos redistributivos, si bien fueron modestos, y se
concluyó que las deducciones favorecían relativamente en mayor medida a los hombres que a las
mujeres (Gobierno de Canadá, 2019).
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gastos tributarios es excesiva y las restricciones muy pocas, lo que destacó la
necesidad de introducir reformas. El marco utilizado para evaluar y supervisar los
gastos tributarios se modernizará en los próximos años, y el actual gabinete ha
aumentado la rigidez de las normas presupuestarias para los gastos tributarios. El
número de evaluaciones de los gastos tributarios se ha duplicado con creces, y entre
2001 y 2021 pasó de 50 a 104 (Tweede Kamer der Staten-Generaal, 2022).

El marco de evaluación de los gastos tributarios es parte de las normas
presupuestarias oficiales del Ministerio de Finanzas, que debe someterlas a la
consideración del gabinete y del parlamento. Cada evaluación debe ajustarse al
marco de evaluación del sistema tributario, y debe aplicarse la normativa de
investigación para las evaluaciones periódicas. Esto implica que es necesario evaluar
la elección del instrumento de política específico, examinar su eficacia y eficiencia, y
considerar la posibilidad de incluir una cláusula con fecha de expiración. En 2021, 75
gastos tributarios incluidos en el marco de evaluación fueron efectivamente
evaluados, en tanto que se planificó la evaluación de otros para años posteriores, y se
exoneró a otros explícitamente de la evaluación. Si bien 10 de las evaluaciones
demostraron que el gasto tributario en cuestión había sido eficiente y eficaz, en su
mayoría las conclusiones de las evaluaciones fueron ambiguas o hicieron referencia
a una falta de pruebas empíricas. Un total de 27 evaluaciones tuvo resultados
claramente negativos. Sobre la base de estas conclusiones, el Gobierno del Reino de
los Países Bajos ha adoptado medidas para eliminar varios gastos tributarios, como
las exenciones tributarias otorgadas a los hogares ocupados por sus propietarios y a
los vehículos automotores y motocicletas privados usados para tareas de reparto
(CEPAL, 2023).

Por su parte, la República de Corea también tiene un buen marco para la
gestión de los gastos tributarios, y las evaluaciones tienen un rol protagónico. El
sistema se basa en tres leyes: la Ley Nacional de Finanzas, la Ley Marco de Impuestos
Nacionales, y la Ley de Restricción de Impuestos Especiales. La primera ley establece
un límite máximo para las exenciones tributarias nacionales, la segunda fija los
requisitos de la política tributaria a largo plazo con respecto a los gastos tributarios,
y la tercera define los códigos tributarios pertinentes y el marco de gestión de los
gastos tributarios. Con todo, si bien algunas evaluaciones de los gastos tributarios se
llevan a cabo de manera más o menos periódica, todas las evaluaciones son
discrecionales y no forman parte de la ley (Oficina Presupuestaria de la Asamblea
Nacional, 2023).

La gestión de los gastos tributarios se organiza en dos sistemas: uno nacional y
otro local, siendo este informe específico sobre el sistema nacional. Este sistema
consta de cuatro etapas y un mecanismo de control de tres fases, que incluye una
evaluación preliminar de viabilidad, una evaluación operacional y un estudio
pormenorizado antes de la extinción de los gastos tributarios, los cuales suelen tener
una vigencia de tres años. Las evaluaciones son realizadas por el Instituto Coreano de
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Finanzas Públicas (KIPF) o el Instituto Coreano de Desarrollo (KDI), y un comité de
evaluación supervisa todo el proceso. Una vez completadas, las evaluaciones son
enviadas al Ministerio de Economía y Finanzas y presentadas ante la Asamblea
Nacional.

Un estudio del KDI ilustra cómo se aplica este marco de evaluación a las
exenciones tributarias en iniciativas de investigación y desarrollo (I+D). El análisis
revela que las empresas con mayores costos de financiamiento externo experimentan
una menor incidencia de las exenciones tributarias, lo que limita su aumento en
gastos de I+D. El estudio destaca que las medianas empresas que cotizan en bolsa y
tienen mejor acceso a capital incrementan su inversión en I+D más que aquellas que
no cotizan, sugiriendo que la efectividad de las exenciones tributarias está
relacionada con la capacidad de acceso al financiamiento. Así, reducir los costos de
financiamiento resulta clave para potenciar los efectos de estas exenciones (BID,
2022; CEPAL, 2023).

Iniciativas de reforma aplicables a la legislación de
nuestro país
Atendiendo a los procesos de otros países y con la finalidad de contribuir a la mejora
del proceso de sanción y tratamiento de los gastos tributarios en Argentina, a
continuación se proponen dos iniciativas para reformar la Ley Nacional de
Procedimiento Tributario N° 11.683 (LNPT). Esta regulación, en vigor desde 1933,
abarca todos los impuestos nacionales y establece garantías para los contribuyentes,
incluido el secreto fiscal. Dado que Argentina carece de un código tributario
consolidado y que las diversas categorías impositivas se rigen por leyes especiales
sujetas a modificaciones frecuentes, la LNPT se presenta como el marco más
adecuado para incorporar estas modificaciones y establecer las pautas que deben
regir en el ámbito de los gastos tributarios.

Es importante señalar que estas sugerencias pretenden ser un punto de
partida para el debate y la reflexión. La mejora de la legislación en este ámbito puede
beneficiarse de los aportes de diversos sectores interesados, incluyendo académicos,
funcionarios públicos, organizaciones de la sociedad civil y el sector privado. La
colaboración y el intercambio de ideas serán fundamentales para desarrollar un
marco normativo más robusto y efectivo que responda a las necesidades y desafíos
actuales.
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Agregado al artículo 112 LNPT que contemple los
lineamientos que deben regir los gastos tributarios

La propuesta en cuestión consiste en la incorporación de un nuevo artículo en la
LNPT, el 112 bis. Actualmente, la redacción del artículo 112 de la LNPT bajo el título
“Régimen Aplicable a los Distintos Gravámenes” dispone lo siguiente:

ARTÍCULO 112 — Sin perjuicio de los preceptos contenidos en las
leyes que establecen los gravámenes, las disposiciones de esta ley
que no sean de aplicación exclusiva para determinado tributo rigen
con relación al Impuesto a los Réditos; Impuesto a las Ganancias;
Impuesto a las Ventas; Impuesto al Valor Agregado; Contribución de
mejoras establecida por el artículo 19 de la Ley Nº 14.385; Impuesto
a las Apuestas en los Hipódromos de Carreras; Impuesto a los
Combustibles Líquidos derivados de la destilación del petróleo;
Impuesto para Educación Técnica; Recargo sobre petróleo crudo
elaborado en el país; Impuesto a las Ganancias Eventuales;
Impuestos Internos a los Tabacos, Alcoholes, Bebidas alcohólicas,
Combustibles y aceites lubricantes y Vinos, Cubiertas y llantas
macizas de goma, a los Artículos de tocador, Objetos suntuarios,
Seguros, Bebidas gasificadas, Refrescos, Jarabes, Extractos y
concentrados, y otros bienes; Impuesto sustitutivo del Gravamen a la
Transmisión Gratuita de Bienes; Impuesto especial sobre el precio
básico de cada localidad o entrada a salas cinematográficas;
Impuesto a los Avisos Comerciales Transmitidos por Radio y
Televisión; Impuesto a los Ingresos Brutos por Explotación del
Servicio de Radiodifusión y/o Televisión; Impuesto Especial
establecido por el artículo 56, inciso c) de la Ley Nº 17.319;
Gravamen a las utilidades provenientes de exportaciones agrícolas;
Impuesto a la Venta de Valores Mobiliarios; Impuesto Adicional al
Impuesto Interno a la Nafta; Gravámenes a la producción sobre la
venta de cereales, semillas oleaginosas y lanas; Gravamen nacional
de emergencia al parque automotor; Impuesto a los Incrementos
Patrimoniales no Justificados; Impuesto a los Beneficios de Carácter
Eventual; Impuesto a los Capitales; Impuesto a los Patrimonios;
Impuesto a las Transferencias de Dominio a Título Oneroso de
Acciones, Títulos, Debentures y demás Títulos Valores; Impuesto a
los Beneficiarios de Créditos Otorgados por el Sistema Financiero
Nacional y Gravamen extraordinario a la posesión de divisas. La
aplicación de los Impuestos de Sellos, Derechos de inspección de
sociedades anónimas, Arancel consular, Canon minero y
Contribución sobre petróleo crudo y gas, se regirá por las leyes
respectivas. Con relación a tales impuestos, el Administrador
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Federal de Ingresos Públicos ejercerá en lo pertinente las funciones
que le confieren los artículos 7º, 8º y 9º, punto 1, incisos a) y b), del
Decreto Nº 618/97. Serán de aplicación con relación a los
mencionados impuestos, las facultades de verificación que se
establecen en esta ley. La aplicación del sobreprecio a los
combustibles se regirá por la presente ley, facultándose al PODER
EJECUTIVO NACIONAL para establecer las excepciones, aclaraciones
o modificaciones que considere convenientes para adaptar a las
características de dicho gravamen el régimen de esta ley.

Se propone agregar un inciso al precepto existente para consolidar en un solo lugar
los requisitos necesarios al presentar propuestas que incluyan nuevos gastos
tributarios ("Informe de motivos"). Este agregado también establecería la obligación
de la Autoridad de Aplicación de presentar evaluaciones anuales de los gastos
tributarios a su cargo, así como los estándares que dichos informes deben cumplir
("Evaluación anual"). Además, se incluiría una justificación más rigurosa en los casos
en que el beneficio afecte bienes o servicios que puedan dañar la salud o el medio
ambiente, y se establecerían requisitos especiales para prórrogas que superen la
vigencia inicialmente estipulada.

La inclusión de este artículo es crucial para abordar las problemáticas
previamente mencionadas y para regular adecuadamente los procedimientos
relacionados con los gastos tributarios, aplicándose tanto a los tratamientos
existentes como a aquellos que se desarrollen en el futuro. A continuación, se sugiere
la redacción del precepto que debería añadirse al artículo 112 vigente.

ARTÍCULO 112 bis — La promulgación de normas legales que
contengan gastos tributarios, exoneraciones, incentivos, regímenes
promocionales, o cualquier otro tratamiento impositivo diferencial se
sujetarán a las siguientes reglas:
a) Toda propuesta de creación de gastos tributarios requerirá

como condición necesaria para su evaluación por parte del
órgano competente y posterior aprobación el acompañamiento
de un INFORME DEMOTIVOS que deberá presentarse junto con
la demás documentación y que deberá contener los siguientes
requisitos de carácter concurrente:

I. Objetivos perseguidos, los alcances concretos y los
sujetos beneficiarios de la propuesta;

II. Evaluación del costo fiscal efectivo de la medida,
especificando el ingreso alternativo respecto de los
ingresos que se dejarán de percibir;

III. Argumento que sustente que la medida adoptada
resulta más eficaz y eficiente respecto a otras opciones
de política de gasto público;
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IV. Evaluación respecto de si se generan condiciones de
competencia desiguales o repercusiones negativas en
relación con la equidad horizontal respecto a los
contribuyentes no beneficiados;

V. Análisis de sus impactos en la promoción de la igualdad
socioeconómica y de género y en las condiciones
socioambientales del sector, la región o el territorio;

VI. Detalle de la/s autoridad/es de aplicación que estará/n
a cargo del monitoreo de los avances de la medida;

VII. Indicadores y/o aspectos que se emplearán como línea
de base para el monitoreo que estará a cargo de la
autoridad de aplicación determinada en consonancia
con el inciso anterior; incluyendo los que permitan medir
resultados en términos socioambientales y de género;

VIII. Plazo de vigencia, teniendo en cuenta que, para los
regímenes de promoción el plazo no podrá exceder de
tres (3) años, entendiéndose otorgado por un plazo
máximo de tres (3) años aquella medida que no indique
un plazo de vigencia concreto. En el caso de los
tratamientos diferenciales regulados a través de
normas de impuestos, no aplicará el máximo de (3) años
de vigencia, quedando sí sujeto a una instancia de
evaluación por parte de la autoridad de aplicación en
caso de exceder dicha duración cada (1) año.

b) Las autoridades de aplicación tendrán que presentar
anualmente al Congreso y publicar en su página web, una
EVALUACIÓN ANUAL de todas las exoneraciones, incentivos,
beneficios y/o cualquier otro tratamiento impositivo diferencial
a su cargo, las cuales deberán abordar el análisis de los
aspectos incluidos en el INFORME DEMOTIVOS detallados en el
inciso anterior. Además, en todos los casos esta evaluación
deberá especificar:

I. Eficacia y eficiencia de la medida respecto del logro
del/los objetivo/s buscado/s y sus alcances (informar si
los beneficios llegan al público objetivo y cuantificar
dichos alcances). Para este punto debe analizar el
impacto de la medida en la creación de empleos directos
e indirectos, las condiciones laborales de los empleos
creados, la promoción de la igualdad socioeconómica y
de género, el aumento de las capacidades productivas
del sector, el aumento de las inversiones en la región,
sector o territorio, entre otros;
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II. Costo fiscal efectivo de la medida, especificando el
ingreso alternativo respecto de los ingresos que se
dejaron de percibir en el período transcurrido desde la
entrada en vigencia;

III. Fuentes de información usadas para abarcar los datos
de los incisos anteriores.

IV. En los casos en que la medida bajo análisis esté cerca
de alcanzar el plazo de vigencia y considere oportuna la
extensión de dicha duración, motivos y término por el
que se extiende conforme los límites establecidos en el
inciso a) VIII del presente artículo.

c) En caso de tratarse de exoneraciones, incentivos o beneficios
tributarios sobre impuestos directos como los patrimoniales,
sobre bienes de lujo o sobre bienes o servicios que dañen la
salud y/o el medio ambiente se requiere una JUSTIFICACIÓN
REFORZADA sobre su efectividad que deberá constar en el
INFORME DEMOTIVOS y en la EVALUACIÓN ANUAL.

d) Cuando se trate de regímenes de promoción, la prórroga de la
exoneración, incentivo o beneficio tributario podrá ser
aprobada por un período de hasta tres (3) años, contado a
partir del término de su vigencia. Para la aprobación de la
prórroga se requiere necesariamente que la autoridad haya
cumplido con la presentación de la EVALUACIÓN ANUAL de
todos los períodos correspondientes y que conste la necesidad
de avanzar con la prórroga conforme se detalla en el inciso b)
IV del presente artículo.

Para toda norma que otorgue exoneraciones, incentivos o beneficios
tributarios, la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS
deberá publicar los nombres, razón social o denominación social de
las personas humanas o jurídicas beneficiarias -y sus beneficiarios
finales-, así como también el monto de la exoneración, incentivo o
beneficio tributario. Dicha publicación se realizará anualmente,
dentro de los noventa (90) días calendario del siguiente año de la
fecha de acogimiento o goce de la exoneración, incentivo o beneficio
tributario. Los tratamientos del derecho de reserva en estos casos
deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 101 de la presente
ley.
Esta disposición se aplicará tanto a los tratamientos existentes como
a los que se creen en el futuro, asegurando un tratamiento fiscal
equitativo, eficaz, eficiente y transparente.
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Modificación del artículo 101 LNPT que contemple
excepciones a la aplicación del secreto fiscal

Esta sugerencia plantea modificaciones al artículo 101 actual de la LNPT, que regula
el secreto fiscal y actualmente se encuentra redactado de la siguiente manera bajo el
título “Secreto Fiscal”:

ARTÍCULO 101 — Las declaraciones juradas, manifestaciones e
informes que los responsables o terceros presentan a la
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, y los juicios de
demanda contenciosa en cuanto consignen aquellas informaciones,
son secretos.
Los magistrados, funcionarios, empleados judiciales o dependientes
de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, están
obligados a mantener el más absoluto secreto de todo lo que llegue a
su conocimiento en el desempeño de sus funciones sin poder
comunicarlo a persona alguna, ni aun a solicitud del interesado,
salvo a sus superiores jerárquicos.
Las informaciones expresadas no serán admitidas como pruebas en
causas judiciales, debiendo los jueces rechazarlas de oficio, salvo en
las cuestiones de familia, o en los procesos criminales por delitos
comunes cuando aquéllas se hallen directamente relacionadas con
los hechos que se investiguen, o cuando lo solicite el interesado en
los juicios en que sea parte contraria el Fisco Nacional, provincial o
municipal y en cuanto la información no revele datos referentes a
terceros.
Los terceros que divulguen o reproduzcan dichas informaciones
incurrirán en la pena prevista por el artículo 157 del Código Penal,
para quienes divulgaren actuaciones o procedimientos que por la ley
deben quedar secretos.
No están alcanzados por el secreto fiscal los datos referidos a la
falta de presentación de declaraciones juradas, a la falta de pago de
obligaciones exigibles, a los montos resultantes de las
determinaciones de oficio firmes y de los ajustes conformados, a las
sanciones firmes por infracciones formales o materiales y al nombre
del contribuyente o responsable y al delito que se le impute en las
denuncias penales. La ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS
PUBLICOS, dependiente del MINISTERIO DE ECONOMIA Y OBRAS Y
SERVICIOS PUBLICOS, queda facultada para dar a publicidad esos
datos, en la oportunidad y condiciones que ella establezca.
El secreto establecido en el presente artículo no regirá:
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a) Para el supuesto que, por desconocerse el domicilio del
responsable, sea necesario recurrir a la notificación por
edictos.

b) Para los Organismos recaudadores nacionales, provinciales o
municipales siempre que las informaciones respectivas estén
directamente vinculadas con la aplicación, percepción y
fiscalización de los gravámenes de sus respectivas
jurisdicciones.

c) Para personas o empresas o entidades a quienes la
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS
encomiende la realización de tareas administrativas,
relevamientos de estadísticas, computación, procesamiento de
información, confección de padrones y otras para el
cumplimiento de sus fines. En estos casos regirán las
disposiciones de los TRES (3) primeros párrafos del presente
artículo, y en el supuesto que las personas o entes referidos
precedentemente o terceros divulguen, reproduzcan o utilicen
la información suministrada u obtenida con motivo o en
ocasión de la tarea encomendada por el Organismo, serán
pasibles de la pena prevista por el artículo 157 del Código
Penal.

d) Para los casos de remisión de información al exterior en el
marco de los Acuerdos de Cooperación Internacional
celebrados por la Administración Federal de Ingresos Públicos
con otras Administraciones Tributarias del exterior, a
condición de que la respectiva Administración del exterior se
comprometa a:

1. Tratar a la información suministrada como secreta, en
iguales condiciones que la información obtenida sobre
la base de su legislación interna;

2. Entregar la información suministrada solamente a
personal o autoridades (incluso a tribunales y órganos
administrativos), encargados de la gestión o
recaudación de los tributos, de los procedimientos
declarativos o ejecutivos relativos a los tributos o, la
resolución de los recursos con relación a los mismos; y

e) Para la autoridad competente de los convenios para evitar la
doble imposición celebrados por la República Argentina,
cuando actúe en el marco de un procedimiento de acuerdo
mutuo regulado en el Título IV de esta ley.

f) Respecto de los balances y estados contables de naturaleza
comercial presentados por los contribuyentes o responsables,
atento a su carácter público.
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g) Para la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES)
siempre que las informaciones respectivas estén directamente
vinculadas con la prevención y fiscalización del fraude en el
otorgamiento de prestaciones o subsidios que ese organismo
otorgue o controle y para definir el derecho al acceso a una
prestación o subsidio por parte de un beneficiario.

h) Para el Ministerio Público Fiscal, el Poder Judicial, la Unidad de
Información Financiera, el Banco Central de la República
Argentina, la Comisión Nacional de Valores, la
Superintendencia de Seguros de la Nación, el Instituto Nacional
de Asociativismo y Economía Social, así como los registros
públicos y organismos representativos de fiscalización y
control de personas jurídicas y en las restantes personas
humanas o jurídicas, públicas o privadas, en relación a la
información incluida en el Registro Público de Beneficiarios
Finales.

La DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA dependiente de la
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS estará obligada
a suministrar, o a requerir si careciera de la misma, la información
financiera o bursátil que le solicitaran, en cumplimiento de las
funciones legales, la DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS dependiente
de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, la
Comisión Nacional de Valores y el Banco Central de la República
Argentina, sin que pueda alegarse respecto de ello el secreto
establecido en el Título V de la Ley Nº 21.526 y en los artículos 8º, 46
y 48 de la Ley Nº 17.811, sus modificatorias u otras normas legales
pertinentes.
La información amparada por el secreto fiscal contenido en este
artículo se encuentra excluida del derecho de acceso a la
información pública en los términos de la ley 27.275 y de las leyes
que la modifiquen, sustituyan o reemplacen.
La Administración Federal de Ingresos Públicos arbitrará los medios
para que los contribuyentes y responsables, a través de la
plataforma del organismo y utilizando su clave fiscal, compartan con
terceros sus declaraciones juradas determinativas y documentación
propia, presentadas por ellos mediante ese medio. El organismo
recaudador no será responsable en modo alguno por las
consecuencias que la transmisión de esa información pudiera
ocasionar ni asegurará en ningún caso su veracidad.

Cabe aclarar que, al momento de pensar esta propuesta, no existía el actual inciso “h”
de la norma, que fue incorporado por medio del artículo 33 de la Ley N° 27.739,
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publicado en el Boletín Oficial con fecha 15 de marzo del corriente año . Este53

agregado busca aclarar la publicación de datos sobre personas físicas o jurídicas,
tanto públicas como privadas, en relación con la información contenida en el Registro
Público de Beneficiarios Finales, considerando que no se aplica el secreto fiscal en
esos casos. Aunque se reconoce que esta iniciativa es un paso en la dirección
correcta, aún es necesario modificar la norma para eliminar la confidencialidad en los
casos en que los contribuyentes sean beneficiarios de gastos tributarios,
exoneraciones, incentivos u otros tratamientos fiscales diferenciados. La propuesta
sugiere que la mejor manera de realizar este ajuste, fundamentado en los principios
de transparencia y acceso a la información, es añadiendo un inciso después del
recientemente incorporado “h”.

i) Respecto de los contribuyentes beneficiarios de gastos
tributarios o sus beneficiarios finales, exoneraciones,
incentivos, beneficios o cualquier otro tratamiento impositivo
diferencial sólo en lo relativo al monto con el que se beneficia.
En tales casos, se podrán publicar los siguientes datos por
grupos de contribuyentes: nombre o razón social, CUIT,
situación frente al IVA y monto del beneficio. Cuando se trate
de personas humanas deberá publicarse el total de patrimonio
e impuesto pagado y el género. En caso de tratarse de
personas jurídicas deberá detallarse el tamaño (ingresos
totales, ingresos sujetos a impuestos, ganancia sujeta a
impuesto, impuesto pagado y cantidad de empleados) y la
actividad que desarrolla.

CONCLUSIONES Y DESAFÍOS
La historia de la política fiscal en Argentina se ha desarrollado en contextos de
emergencia, con debates que han contado con escasa o nula participación ciudadana,
y dentro de un marco de opacidad y discrecionalidad. Como resultado, se ha
conformado un sistema impositivo que se caracteriza por ser ineficiente, insuficiente
y desigual. Dado que los recursos tributarios son la principal fuente de financiamiento
de los Estados, además de ser la más estable y la única forma solidaria de obtener
recursos para financiar bienes y servicios públicos de calidad , es imperativo54

repensar cómo el Estado recauda y en qué áreas resigna dicha recaudación. Esto
permitirá que la capacidad del Estado para implementar políticas no esté tan limitada.

En este contexto, el interés por analizar los gastos tributarios ha ido en
aumento, ya que su revisión puede ofrecer oportunidades para ajustar y reposicionar
los beneficios fiscales otorgados por el Estado. Aunque estos gastos pueden ser

54 Informe de la Relatora Especial de la ONU sobre la extrema pobreza y los derechos humanos,
A/HRC/26/28, 22 de mayo de 2014.

53 Disponible en: https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-11683-18771/actualizacion
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concebidos como herramientas para alcanzar objetivos de política pública, pueden
transformarse en fuentes de distorsión, convirtiéndose de beneficios en privilegios
fiscales que perpetúan la desigualdad.

Para revertir esta situación y prevenir que se repita en casos futuros, es
fundamental que el gobierno argentino adopte medidas decisivas para estimar el
costo fiscal de cada gasto tributario y evaluar su impacto en la eficiencia, equidad y
transparencia del sistema. Para distinguir entre los gastos tributarios que cumplen
sus objetivos y aquellos que deberían ser reformulados o suspendidos, es necesario
evaluarlos desde la perspectiva de su eficacia y eficiencia en relación con las metas
de política establecidas. (CEPAL, 2023).

Racionalizar el uso de los gastos tributarios puede ofrecer beneficios
significativos. En primer lugar, un menor volumen de gastos tributarios puede tener
un efecto mecánico indirecto en la recaudación de impuestos, lo cual es
especialmente relevante para países de ingresos bajos y medianos, como Argentina.
En segundo lugar, reformar y justificar estas políticas puede facilitar una mejor
armonización entre los sistemas tributarios y las políticas de desarrollo público. Es
esencial evaluar los gastos tributarios para identificar cuáles no están logrando los
efectos deseados, o, incluso, cuáles están generando externalidades
socioeconómicas negativas, en comparación con aquellos que son más eficaces en
relación con sus costos.

Para lograr este objetivo, es fundamental abogar por la creación de informes
que ofrezcan información clara y suficiente sobre las políticas de gastos tributarios
vigentes. Esto debe apoyarse en un marco regulatorio que exija la evaluación
periódica de todos los gastos tributarios, tanto antes como después de su
implementación, facilitando su comparación con otros gastos y proporcionando
información detallada y accesible. Además, es necesario definir de manera precisa
las responsabilidades y los procedimientos que deben seguirse al instaurar un nuevo
gasto tributario o al controlar los existentes. También es crucial fomentar una mayor
participación ciudadana y promover la coordinación entre las distintas instituciones
gubernamentales involucradas en la administración de los incentivos fiscales.

Estos cambios son fundamentales para garantizar que los recursos públicos
se utilicen de manera óptima y justa. Sin embargo, avanzar en reformas de los
sistemas fiscales que regulan la implementación y tratamiento de los gastos
tributarios sigue siendo un desafío en Argentina. Por ello, este trabajo ha subrayado
la importancia de no ignorar los retrocesos en este ámbito y de insistir en que los
gobiernos continúen esforzándose por alcanzar mejores estándares en cuanto a
procedimientos e información disponible. Además, se ha propuesto una inclusión en la
legislación nacional que podría contribuir a mejorar las deficiencias actuales en el
tratamiento de los incentivos fiscales.
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